
LEY ORGÁNICA 1/2025, DE 2 DE ENERO, DE MEDIDAS EN MATERIA DE 
EFICIENCIA DEL SERVICIO PÚBLICO DE JUSTICIA (BOE 3 de enero): 

CAMBIOS AFECTANTES AL DERECHO DEL TRABAJO Y A LA 
JURISDICCIÓN SOCIAL 

MIQUEL ÀNGEL FALGUERA BARÓ 

1. Modificación de la Ley 36/2011, Reguladora de la Jurisdicción Social 
2. Modificación del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores 
3. Modificación de la Ley 23/2015, Ordenadora del Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social 
4. Modificación de la Ley 35/2006, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 
5. Modificación de la Ley Orgánica 6/1985 del Poder Judicial 

A) Cambios con posible incidencia en el orden social 
B) Entrada en vigor y régimen transitorio 

6. Otras disposiciones 

1. MODIFICACIÓN DE LA LEY 36/2011, DE 10 DE OCTUBRE, REGULADORA DE LA 
JURISDICCIÓN SOCIAL (Artículo 24): ENTRADA EN VIGOR: 3 de marzo de 2025 

PRECEPTO 
AFECTADO 

ANTERIOR REDACCIÓN  NUEVA REDACCIÓN 

Artículo 50. 
Sentencias orales: 
MODIFICACIÓN 
ÍNTEGRA 

1. El juez, en el momento de terminar el 
juicio, y salvo cuando por razón de la 
materia o de la cuantía proceda recurso de 
suplicación, podrá pronunciar sentencia de 
viva voz, con el contenido y los requisitos 
establecidos en el apartado 2 del artículo 
97. En este supuesto, las partes podrán 
solicitar que se les entregue documento 
que contenga la transcripción por escrito 
de la sentencia. 
Igualmente podrá aprobar mediante 
sentencia de viva voz, cualquiera que sea 
la materia y la cuantía, el allanamiento 
total efectuado, así como, en su caso, los 
términos de ejecución de la sentencia que 
le sean propuestos de común acuerdo por 
las partes, siempre que, de proceder 
recurso, manifestaran éstas su decisión de 
no recurrir. 
2. También podrá el juez limitarse a 
pronunciar el fallo, cualquiera que sea la 
cuantía o la materia, con motivación 
sucinta del mismo, sin perjuicio de la 
redacción posterior de la sentencia dentro 
del plazo y en la forma legalmente 
previstos. 
3. Las partes quedarán notificadas de las 
sentencias dictadas oralmente. Si, 
conocida la sentencia de viva voz o el fallo 
anticipado, las partes expresaran su 
decisión de no recurrir, el juez en el mismo 
acto declarará la firmeza de la sentencia. 
4. Si alguna de las partes no hubiera 
comparecido se le hará la oportuna 
notificación 

El juez o la jueza, en el momento de 

terminar el juicio, podrá pronunciar 

sentencia de viva voz, con el contenido y 

los requisitos establecidos en el apartado 2 

del artículo 97. 

 

 

 

 

Igualmente podrá aprobar mediante 

sentencia de viva voz, el allanamiento total 

efectuado, así como, en su caso, los 

términos de ejecución de la sentencia que 

le sean propuestos de común acuerdo por 

las partes. 

Su dictado tendrá lugar al concluir el 

mismo acto de la vista en presencia de las 

partes, quedando documentada en el 

soporte audiovisual del acto, sin perjuicio 

de la ulterior redacción por el juez, la jueza 

o el magistrado o la magistrada del 

encabezamiento, los hechos probados y la 

mera referencia a la motivación 

pronunciada de viva voz, dándose por 

reproducida, y el fallo integro, con expresa 

indicación de su firmeza o, en su caso, de 

los recursos que procedan, órgano ante el 

que deben interponerse y plazo para ello. 

En aquellos procedimientos en los que no 

intervenga abogado ni graduado social, de 

conformidad con la ley, la resolución que 

se dicte tendrá que ser necesariamente 

escrita. 

Pronunciada oralmente una sentencia, si 

todas las personas que fueren parte en el 

proceso estuvieren presentes en el acto 

debidamente asistidas por abogado o 

representadas por procurador o graduado 

social, y expresaren su decisión de no 

recurrir, se declarará, en el mismo acto, la 

firmeza de la resolución. 



Fuera de este caso, el plazo para recurrir 
comenzará a contar desde que se 
notificase a la parte la resolución así 
redactada 

Artículo 65. Efectos 
de la solicitud de 
conciliación o de 
mediación previa. 
Los laudos 
arbitrales: 
MODIFICACIÓN DE 
LOS APARTADOS 1 
Y 2 

1. La presentación de la solicitud de 
conciliación o de mediación suspenderá los 
plazos de caducidad e interrumpirá los de 
prescripción. El cómputo de la caducidad 
se reanudará al día siguiente de intentada 
la conciliación o mediación o transcurridos 
quince días hábiles, excluyendo del 
cómputo los sábados, desde su 
presentación sin que se haya celebrado. 
 
2. En todo caso, transcurridos treinta días, 
computados en la forma indicada en el 
número anterior, sin haberse celebrado el 
acto de conciliación o sin haberse iniciado 
mediación o alcanzado acuerdo en la 
misma se tendrá por terminado el 
procedimiento y cumplido el trámite 

1. La presentación de la solicitud de 
conciliación o de mediación interrumpirá 
la prescripción o suspenderá la caducidad 
de acciones desde la fecha de dicha 
presentación, reiniciándose o 
reanudándose respectivamente el 
cómputo de los plazos al día siguiente de 
intentada la conciliación o mediación o 
transcurridos quince días hábiles desde su 
presentación sin que se haya celebrado. 
2. En todo caso, transcurrido el plazo de 
treinta días hábiles sin haberse celebrado 
el acto de conciliación o sin haberse 
iniciado mediación o alcanzado acuerdo en 
la misma se tendrá por terminado el 
procedimiento y cumplido el trámite 

Artículo 75. 
Deberes procesales 
de las partes: 
MODIFICACIÓN DEL 
APARTADO 4 

4. Todos deberán ajustarse en sus 
actuaciones en el proceso a las reglas de la 
buena fe. De vulnerarse éstas, así como en 
caso de formulación de pretensiones 
temerarias, sin perjuicio de lo dispuesto en 
el número anterior, el juez o tribunal 
podrá imponer mediante auto, en pieza 
separada, de forma motivada y respetando 
el principio de proporcionalidad, 
ponderando las circunstancias del hecho, 
la capacidad económica y los perjuicios 
causados al proceso y a otros 
intervinientes o a terceros, una multa que 
podrá oscilar de ciento ochenta a seis mil 
euros, sin que en ningún caso pueda 
superar la cuantía de la tercera parte del 
litigio. 
Aquel al que se hubiere impuesto la multa 
prevista en el párrafo anterior podrá ser 
oído en justicia. La audiencia en justicia se 
pedirá en el plazo de los tres días 
siguientes al de la notificación de la multa, 
mediante escrito presentado ante el juez o 
tribunal que la haya impuesto. La 
audiencia será resuelta mediante auto 
contra el que cabrá recurso de alzada en 
cinco días ante la Sala de Gobierno 
correspondiente, que lo resolverá previo 
informe del juez o Sala que impuso la 
multa. 
De apreciarse temeridad o mala fe en la 
sentencia o en la resolución de los 
recursos de suplicación o casación, se 
estará a lo dispuesto en sus reglas 
respectivas 

4. Todos deberán ajustarse en sus 
actuaciones en el proceso a las reglas de la 
buena fe. De vulnerarse estas, así como en 
caso de formulación de pretensiones 
temerarias, sin perjuicio de lo dispuesto en 
el número anterior, el juez, la jueza o el 
tribunal podrá imponer mediante auto, en 
pieza separada, de forma motivada y 
respetando el principio de 
proporcionalidad, ponderando las 
circunstancias del hecho, la capacidad 
económica y los perjuicios causados al 
proceso y a otros intervinientes o a 
terceros, una multa que podrá oscilar de 
seiscientos a seis mil euros, sin que en 
ningún caso pueda superar la cuantía de la 
tercera parte del litigio. 
Aquel al que se hubiere impuesto la multa 
prevista en el párrafo anterior podrá ser 
oído en justicia. La audiencia en justicia se 
pedirá en el plazo de los tres días 
siguientes al de la notificación de la multa, 
mediante escrito presentado ante el juez, 
la jueza o el tribunal que la haya impuesto. 
La audiencia será resuelta mediante auto 
contra el que cabrá recurso de alzada en 
cinco días ante la Sala de Gobierno 
correspondiente, que lo resolverá previo 
informe del juez, jueza o Sala que impuso 
la multa. 
De apreciarse temeridad o mala fe en la 
sentencia o en la resolución de los 
recursos de suplicación o casación, se 
estará a lo dispuesto en sus reglas 
respectivas 

Artículo 80. Forma y 
contenido de la 
demanda: 
SUPRESIÓN DEL 
APARTADO 2, 
PASANDO EL 
ACTUAL 3 A 

1. La demanda se formulará por escrito, 
pudiendo utilizar los formularios y 
procedimientos facilitados al efecto en la 
oficina judicial donde deba presentarse, y 
habrá de contener los siguientes requisitos 
generales: 

1. La demanda se formulará por escrito, 
pudiendo utilizar los formularios y 
procedimientos facilitados al efecto en la 
oficina judicial donde deba presentarse, y 
habrá de contener los siguientes requisitos 
generales: 



NUMERARSE COMO 
2 

a) La designación del órgano ante quien se 
presente, así como la expresión de la 
modalidad procesal a través de la cual 
entienda que deba enjuiciarse su 
pretensión. 
b) La designación del demandante, en los 
términos del artículo 16 de esta Ley, con 
expresión del número del documento 
nacional de identidad o del número y tipo 
de documento de identificación de los 
ciudadanos extranjeros, y de aquellos 
otros interesados que deban ser llamados 
al proceso y sus domicilios, indicando el 
nombre y apellidos de las personas físicas 
y la denominación social de las personas 
jurídicas. Si la demanda se dirigiese contra 
una masa patrimonial, patrimonio 
separado, entidad o grupo carente de 
personalidad, además de identificarlos 
suficientemente, habrá de hacerse constar 
el nombre y apellidos de quienes 
aparezcan como administradores, 
organizadores, directores, gestores, socios 
o partícipes, y sus domicilios, sin perjuicio 
de las responsabilidades legales de la masa 
patrimonial, entidad o grupo y de sus 
gestores e integrantes. 
c) La enumeración clara y concreta de los 
hechos sobre los que verse la pretensión y 
de todos aquellos que, según la legislación 
sustantiva, resulten imprescindibles para 
resolver las cuestiones planteadas. En 
ningún caso podrán alegarse hechos 
distintos de los aducidos en conciliación o 
mediación ni introducirse respecto de la 
vía administrativa previa variaciones 
sustanciales en los términos prevenidos en 
el artículo 72, salvo los hechos nuevos o 
que no hubieran podido conocerse con 
anterioridad. 
d) La súplica correspondiente, en los 
términos adecuados al contenido de la 
pretensión ejercitada. 
e) Si el demandante litigase por sí mismo, 
designará un domicilio, de ser posible en la 
localidad donde resida el juzgado o 
tribunal, en el que se practicarán todas las 
diligencias que hayan de entenderse con 
él. La designación deberá efectuarse con 
indicación completa de todos los datos de 
identificación del domicilio facilitado, así 
como número de fax, teléfono y dirección 
electrónica si dispone de ellos, para la 
práctica de toda clase de comunicaciones 
por dichos medios. Si designa letrado, 
graduado social colegiado o procurador 
deberá ir suscrita por el profesional, que se 
entenderá asume su representación con 
plenas facultades procesales y facilitará los 
mismos datos anteriores, sin perjuicio de 
la ratificación posterior en juicio del 
demandante salvo que con anterioridad 
otorgue poder en forma, por alguno de los 

a) La designación del órgano ante quien se 
presente, así como la expresión de la 
modalidad procesal a través de la cual 
entienda que deba enjuiciarse su 
pretensión. 
b) La designación del demandante, en los 
términos del artículo 16 de esta Ley, con 
expresión del número del documento 
nacional de identidad o del número y tipo 
de documento de identificación de los 
ciudadanos extranjeros, y de aquellos 
otros interesados que deban ser llamados 
al proceso y sus domicilios, indicando el 
nombre y apellidos de las personas físicas 
y la denominación social de las personas 
jurídicas. Si la demanda se dirigiese contra 
una masa patrimonial, patrimonio 
separado, entidad o grupo carente de 
personalidad, además de identificarlos 
suficientemente, habrá de hacerse constar 
el nombre y apellidos de quienes 
aparezcan como administradores, 
organizadores, directores, gestores, socios 
o partícipes, y sus domicilios, sin perjuicio 
de las responsabilidades legales de la masa 
patrimonial, entidad o grupo y de sus 
gestores e integrantes. 
c) La enumeración clara y concreta de los 
hechos sobre los que verse la pretensión y 
de todos aquellos que, según la legislación 
sustantiva, resulten imprescindibles para 
resolver las cuestiones planteadas. En 
ningún caso podrán alegarse hechos 
distintos de los aducidos en conciliación o 
mediación ni introducirse respecto de la 
vía administrativa previa variaciones 
sustanciales en los términos prevenidos en 
el artículo 72, salvo los hechos nuevos o 
que no hubieran podido conocerse con 
anterioridad. 
d) La súplica correspondiente, en los 
términos adecuados al contenido de la 
pretensión ejercitada. 
e) Si el demandante litigase por sí mismo, 
designará un domicilio, de ser posible en la 
localidad donde resida el juzgado o 
tribunal, en el que se practicarán todas las 
diligencias que hayan de entenderse con 
él. La designación deberá efectuarse con 
indicación completa de todos los datos de 
identificación del domicilio facilitado, así 
como número de fax, teléfono y dirección 
electrónica si dispone de ellos, para la 
práctica de toda clase de comunicaciones 
por dichos medios. Si designa letrado, 
graduado social colegiado o procurador 
deberá ir suscrita por el profesional, que se 
entenderá asume su representación con 
plenas facultades procesales y facilitará los 
mismos datos anteriores, sin perjuicio de 
la ratificación posterior en juicio del 
demandante salvo que con anterioridad 
otorgue poder en forma, por alguno de los 



medios admitidos en derecho o que, con 
posterioridad, se efectúe revocación o 
renuncia comunicada de forma efectiva. 
f) Fecha y firma. 
2. De la demanda y documentos que la 
acompañen se presentarán por el actor 
tantas copias como demandados y demás 
interesados en el proceso haya, así como 
para el Ministerio Fiscal, en los casos en 
que legalmente deba intervenir, así como 
de los demás documentos requeridos 
según la modalidad procesal aplicable. 
3. A la demanda se acompañará la 
documentación justificativa de haber 
intentado la previa conciliación o 
mediación, o de haber transcurrido el 
plazo exigible para su realización sin que se 
hubiesen celebrado, o del agotamiento de 
la vía administrativa, cuando proceda, o 
alegación de no ser necesarias éstas, así 
como los restantes documentos de 
aportación preceptiva con la demanda 
según la modalidad procesal aplicable 

medios admitidos en derecho o que, con 
posterioridad, se efectúe revocación o 
renuncia comunicada de forma efectiva. 
f) Fecha y firma. 
 
 
 
 
 
 
 
 
2.  A la demanda se acompañará la 
documentación justificativa de haber 
intentado la previa conciliación o 
mediación, o de haber transcurrido el 
plazo exigible para su realización sin que se 
hubiesen celebrado, o del agotamiento de 
la vía administrativa, cuando proceda, o 
alegación de no ser necesarias éstas, así 
como los restantes documentos de 
aportación preceptiva con la demanda 
según la modalidad procesal aplicable 

Artículo 82. 
Señalamiento de los 
actos de 
conciliación y juicio: 
MODIFICACIÓN 
ÍNTEGRA 

1. De ser admitida la demanda, una vez 
verificada la concurrencia de los requisitos 
exigidos, en la misma resolución de 
admisión a trámite el secretario judicial 
señalará el día y la hora en que hayan de 
tener lugar sucesivamente los actos de 
conciliación y juicio, debiendo mediar un 
mínimo de diez días entre la citación y la 
efectiva celebración de dichos actos, salvo 
en los supuestos en que la Ley disponga 
otro distinto y en los supuestos de nuevo 
señalamiento después de una suspensión. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
En el señalamiento de las vistas y juicios el 
secretario judicial atenderá a los criterios 
establecidos en el artículo 182 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil y procurará, en la 
medida de lo posible, señalar en un mismo 
día los que se refieran a los mismos 
interesados y no puedan ser acumulados, 
así como relacionar los señalamientos de 
los procesos en los que se deba intentar la 
conciliación previa por parte del secretario 
judicial con los exentos de dicho trámite. 
En especial, las audiencias y vistas que 
requieran la presencia del representante 
del Ministerio Fiscal, abogado del Estado, 
letrados de las Cortes Generales, letrados 
de la Administración de la Seguridad 

1. De ser admitida la demanda, una vez 
verificada la concurrencia de los requisitos 
exigidos, en la misma resolución de 
admisión a trámite el letrado o letrada de 
la Administración de Justicia señalará el día 
y la hora en que hayan de tener lugar, 
separada o sucesivamente, los actos de 
conciliación y de juicio, debiendo mediar 
un mínimo de diez días entre la citación y 
la efectiva celebración de dichos actos, 
salvo en los supuestos en que la ley 
disponga otro distinto y en los supuestos 
de nuevo señalamiento después de una 
suspensión. 
En el caso de que la representación 
corresponda al abogado del Estado, al 
letrado o letrada de la Administración de la 
Seguridad Social, a los representantes 
procesales de las Comunidades 
Autónomas o de la Administración Local o 
al letrado o la letrada de las Cortes 
Generales, la resolución de admisión a 
trámite señalará el día y la hora en que 
deba tener lugar el acto del juicio. 
En el señalamiento de las vistas y juicios el 
letrado o la letrada de la Administración de 
Justicia atenderá a los criterios 
establecidos en el artículo 182 de la Ley 
1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento 
Civil, y procurará, en la medida de lo 
posible, señalar en un mismo día los que 
se refieran a los mismos interesados y no 
puedan ser acumulados, así como 
relacionar los señalamientos de los 
procesos en los que se deba intentar la 
conciliación previa por parte del letrado o 
la letrada de la Administración de Justicia 
con los exentos de dicho trámite. En 
especial, las audiencias y vistas que 
requieran la presencia del representante 



Social, de las Comunidades Autónomas o 
de la Administración Local, serán 
agrupadas, señalándose de forma 
consecutiva. 
 
 
 
2. La celebración de los actos de 
conciliación y juicio, el primero ante el 
secretario judicial y el segundo ante el juez 
o Magistrado, tendrá lugar en única 
convocatoria pero en sucesivos actos, 
debiendo hacerse a este efecto la citación 
en forma, con entrega a los demandados, 
a los interesados y, en su caso, al 
Ministerio Fiscal, de copia de la demanda y 
demás documentos; así como requiriendo 
de la Administración pública la remisión 
del expediente administrativo, cuando 
proceda, dentro de los diez días siguientes 
a la notificación. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
3. En las cédulas de citación se hará 
constar que los actos de conciliación y 
juicio no podrán suspenderse por 
incomparecencia del demandado, así 
como que los litigantes han de concurrir al 
juicio con todos los medios de prueba de 
que intenten valerse y que podrán 
formalizar conciliación en evitación del 
juicio, por medio de comparecencia ante la 
oficina judicial, sin esperar a la fecha del 

del Ministerio Fiscal, abogado del Estado, 
letrados de las Cortes Generales, letrados 
o letradas de la Administración de la 
Seguridad Social, de las Comunidades 
Autónomas o de la Administración Local, 
serán agrupadas, señalándose de forma 
consecutiva. 
2. La celebración de los actos de 
conciliación y juicio, el primero ante el 
letrado o la letrada de la Administración de 
Justicia y el segundo ante el juez, la jueza, 
el magistrado o la magistrada podrá tener 
lugar en distinta convocatoria, debiendo 
hacerse a este efecto la citación en forma, 
con entrega a los demandados, a los 
interesados y, en su caso, al Ministerio 
Fiscal, de copia de la demanda y demás 
documentos; así como requiriendo de la 
Administración pública la remisión del 
expediente administrativo, cuando 
proceda, dentro de los diez días siguientes 
a la notificación. 
El señalamiento del acto de conciliación en 
convocatoria separada y anticipada a la 
fecha del juicio podrá establecerse a 
instancia de cualquiera de las partes, si 
estimaran razonadamente que existe la 
posibilidad de llegar a un acuerdo 
conciliatorio, o de oficio por el letrado o la 
letrada de la Administración de Justicia si 
entendiera que, por la naturaleza y 
circunstancias del litigio o por la solución 
dada judicialmente en casos análogos, 
pudiera ser factible que las partes 
alcanzaran un acuerdo. 
3. El acto de conciliación anticipada se 
celebrará a partir de los diez días desde la 
admisión de la demanda, y en todo caso 
con una antelación mínima de treinta días 
a la celebración del acto del juicio, salvo 
los supuestos fijados en esta ley. 
También en el señalamiento del acto de 
conciliación anticipada se procurará fijar 
para un mismo día los procedimientos que 
se refieran a los mismos interesados y no 
puedan ser acumulados. 
Intentada la conciliación anticipada ante el 
letrado o la letrada de la Administración de 
Justicia, se tendrá por celebrada sin 
necesidad de reiterarse el día de la vista, 
salvo que con anterioridad a la celebración 
del acto de juicio las partes manifiesten su 
intención de alcanzar un acuerdo. 
4. En las cédulas de citación se hará 
constar que los actos de conciliación y 
juicio no podrán suspenderse por 
incomparecencia del demandado, salvo 
causas justificadas y en los supuestos 
legalmente previstos. También se 
consignará que los litigantes han de 
concurrir al juicio con todos los medios de 
prueba de que intenten valerse y que 
podrán formalizar, sin esperar a la fecha 



señalamiento, así como someter la 
cuestión a los procedimientos de 
mediación que pudieran estar constituidos 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 
63 de esta Ley, adoptando las medidas 
oportunas a tal fin, sin que ello dé lugar a 
la suspensión, salvo que de común 
acuerdo lo soliciten ambas partes, 
justificando la sumisión a la mediación, y 
por el tiempo máximo establecido en el 
procedimiento correspondiente, que en 
todo caso no podrá exceder de quince 
días. 
 
 
 
 
4. De oficio o a petición de parte, podrá 
requerirse el previo traslado entre las 
partes o la aportación anticipada, en 
soporte preferiblemente informático, con 
cinco días de antelación al acto de juicio, 
de la prueba documental o pericial que, 
por su volumen o complejidad, sea 
conveniente posibilitar su examen previo 
al momento de la práctica de la prueba. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

del señalamiento, conciliación en evitación 
del juicio, por medio de comparecencia 
ante la Oficina judicial o en los términos 
previstos en el apartado 1 del artículo 84. 
Asimismo, podrán someter la cuestión 
litigiosa a los procedimientos de mediación 
que pudieran estar constituidos de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 63, 
adoptando las medidas oportunas a tal fin 
sin que ello dé lugar a la suspensión de la 
comparecencia, salvo que de común 
acuerdo lo soliciten ambas partes 
justificando la sumisión a la mediación, y 
por el tiempo máximo establecido en el 
procedimiento correspondiente, que en 
todo caso no podrá exceder de quince 
días. 
5. En la citación también se requerirá el 
previo traslado entre las partes o la 
aportación anticipada, con diez días de 
antelación al acto de juicio, de la prueba 
documental o pericial de que intenten 
valerse. La prueba se deberá presentar en 
formato electrónico, salvo que la parte no 
venga obligada a relacionarse 
electrónicamente con la Administración de 
Justicia, en cuyo caso se admitirá la 
presentación en papel o en otros soportes 
no digitales. 
Transcurrido este plazo, sólo se admitirán 
a la parte actora o demandada los 
documentos, dictámenes, medios e 
instrumentos relativos al fondo del asunto 
cuando se hallen en alguno de los casos 
siguientes: 
1.º Ser de fecha posterior siempre que 
no se hubiesen podido confeccionar ni 
obtener con anterioridad a dicho 
momento procesal. 
2.º Tratarse de documentos, medios o 
instrumentos de fecha anterior, cuando la 
parte que los presente justifique no haber 
tenido antes conocimiento de su 
existencia. 
3.º No haber sido posible obtener la 
prueba documental o dictamen pericial 
con anterioridad por causas no imputables 
a la parte, siempre que se hubiera 
efectuado en plazo la designación del 
archivo, protocolo o lugar en que se 
encuentren, o el registro, libro registro, 
actuaciones o expediente del que se 
pretenda obtener una certificación o 
anunciado, en su caso, el dictamen. 
Cuando un documento, medio o 
instrumento sobre hechos relativos al 
fondo del asunto, se presentase una vez 
precluido el plazo indicado en este 
apartado, las demás partes podrán alegar 
en el juicio la improcedencia de tomarlo en 
consideración, por no encontrarse en 
ninguno de los casos indicados. El tribunal 
resolverá en el acto y, si apreciare ánimo 



 
 
 
 
 
5. Cuando la representación y defensa en 
juicio sea atribuida al abogado del Estado, 
se le concederá un plazo de veintidós días 
para la consulta a la Abogacía General del 
Estado–Dirección del Servicio Jurídico del 
Estado. Cuando la representación y 
defensa en juicio sea atribuida al letrado 
de la Administración de la Seguridad 
Social, se le concederá igualmente un 
plazo de veintidós días para la consulta a la 
Dirección del Servicio Jurídico de la 
Administración de la Seguridad Social. Este 
mismo plazo se entenderá, respecto de las 
Comunidades Autónomas, para consulta al 
organismo que establezca su legislación 
propia, así como cuando la representación 
y presencia en juicio sea atribuida al 
letrado de las Cortes Generales. El 
señalamiento del juicio se hará de modo 
que tenga lugar en fecha posterior al 
indicado plazo. 

dilatorio o mala fe procesal en la 
presentación del documento, podrá, 
además, imponer al responsable una multa 
dentro de los límites fijados en el apartado 
4 del artículo 75. 
6. Cuando la representación y defensa en 
juicio sea atribuida al abogado del Estado, 
se le concederá un plazo de veintidós días 
para la consulta a la Abogacía General del 
Estado. Cuando la representación y 
defensa en juicio sea atribuida al letrado o 
letrada de la Administración de la 
Seguridad Social, se le concederá 
igualmente un plazo de veintidós días para 
la consulta a la Dirección del Servicio 
Jurídico de la Administración de la 
Seguridad Social. Este mismo plazo se 
entenderá, respecto de las Comunidades 
Autónomas, para consulta al organismo 
que establezca su legislación propia, así 
como cuando la representación y 
presencia en juicio sea atribuida al letrado 
o letrada de las Cortes Generales. El 
señalamiento del juicio se hará de modo 
que tenga lugar en fecha posterior al 
indicado plazo 

Artículo 83. 
Suspensión de los 
actos de 
conciliación y juicio: 
MODIFICACIÓN DEL 
APARTADO 3 

3. La incomparecencia injustificada del 
demandado no impedirá la celebración de 
los actos de conciliación y juicio, 
continuando éste sin necesidad de 
declarar su rebeldía 

3. La incomparecencia injustificada del 
demandado al acto de conciliación no 
impedirá la celebración de los actos de 
conciliación y juicio, continuando este sin 
necesidad de declarar su rebeldía y sin 
perjuicio de la sanción que, por esta 
circunstancia, se podrá imponer en 
sentencia en los términos establecidos en 
el artículo 97.3 

Artículo 84. 
Celebración del acto 
de conciliación: 
MODIFICACIÓN DE 
LOS APARTADOS 1 
Y 3 

1. El secretario judicial intentará la 
conciliación, llevando a cabo la labor 
mediadora que le es propia, y advertirá a 
las partes de los derechos y obligaciones 
que pudieran corresponderles. Si las partes 
alcanzan la avenencia, dictará decreto 
aprobándola y acordando, además, el 
archivo de las actuaciones. Del mismo 
modo, corresponderá al secretario judicial 
la aprobación del acuerdo alcanzado por 
las partes antes del día señalado para los 
actos de conciliación y juicio. La 
conciliación y la resolución aprobatoria, 
oral o escrita, se documentarán en la 
propia acta de comparecencia. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

1. El letrado o letrada de la 
Administración de Justicia intentará la 
conciliación, llevando a cabo la labor 
mediadora que le es propia, y advertirá a 
las partes de los derechos y obligaciones 
que pudieran corresponderles. Si las partes 
alcanzan la avenencia, dictará decreto 
aprobándola y acordando, además, el 
archivo de las actuaciones. Del mismo 
modo, corresponderá al letrado letrada de 
la Administración de Justicia la aprobación 
del acuerdo alcanzado por las partes antes 
del día señalado para el acto del juicio, de 
haberse señalado conciliación anticipada, 
o en la misma fecha del juicio de tratarse 
de conciliación y juicio señalados 
sucesivamente. A tal efecto las partes 
podrán anticipar la conciliación por vía 
telemática. 
Cuando el acuerdo venga firmado 
digitalmente por todas las partes, se 
dictará decreto en el plazo máximo de tres 
días. En su defecto, y para su posterior 
ratificación y firma, se citará a las partes a 
comparecencia en un plazo máximo de 
cinco días. La conciliación y la resolución 
aprobatoria, oral o escrita, se 



 
La conciliación alcanzada ante el secretario 
judicial y los acuerdos logrados entre las 
partes aprobados por aquél tendrán, a 
todos los efectos legales, la consideración 
de conciliación judicial 
(…) 
 
3. En caso de no haber avenencia ante el 
secretario judicial y procederse a la 
celebración del juicio, la aprobación del 
acuerdo conciliatorio que, en su caso, 
alcanzasen las partes en dicho momento 
corresponderá al juez o tribunal ante el 
que se hubiere obtenido mediante 
resolución oral o escrita documentada en 
el propio acuerdo. Sólo cabrá nueva 
intervención del secretario judicial 
aprobando un acuerdo entre las partes si 
el acto del juicio se llegase a suspender por 
cualquier causa. 

documentarán en la propia acta de 
comparecencia. 
La conciliación alcanzada ante el letrado o 
la letrada de la Administración de Justicia y 
los acuerdos logrados entre las partes y 
aprobados por aquél tendrán, a todos los 
efectos legales, la consideración de 
conciliación judicial. 
(…) 
3. En caso de no haber avenencia ante el 
letrado o la letrada de la Administración de 
Justicia y procederse a la celebración del 
juicio, la aprobación del acuerdo 
conciliatorio que, en su caso, alcanzasen 
las partes en dicho momento 
corresponderá al juez, la jueza o el tribunal 
ante el que se hubiere obtenido mediante 
resolución oral o escrita documentada en 
el propio acuerdo. Sólo cabrá nueva 
intervención del letrado o letrada de la 
Administración de Justicia aprobando un 
acuerdo entre las partes si el acto del juicio 
se llegase a suspender por cualquier causa. 
De celebrarse la conciliación anticipada 
prevista en el artículo 82 y resultar sin 
acuerdo, el letrado o la letrada de la 
Administración de Justicia dejará 
constancia en el acta de los aspectos 
controvertidos que hayan impedido el 
mismo y, de concurrir cuestiones 
procesales que pudieran suscitar la 
suspensión del acto del juicio, tales como 
la existencia de terceros que deban ser 
llamados al procedimiento o la situación 
concursal de cualquiera de los 
intervinientes, advertirá a las partes en los 
términos establecidos en el artículo 81 

Artículo 85. 
Celebración del 
juicio: 
MODIFICACIÓN DEL 
APARTADO 1 

1. Si no hubiera avenencia en conciliación, 
se pasará seguidamente a juicio y se dará 
cuenta de lo actuado. 
Con carácter previo se resolverá, 
motivadamente, en forma oral y oídas las 
partes, sobre las cuestiones previas que se 
puedan formular en ese acto, así como 
sobre los recursos u otras incidencias 
pendientes de resolución, sin perjuicio de 
la ulterior sucinta fundamentación en la 
sentencia, cuando proceda. Igualmente 
serán oídas las partes y, en su caso, se 
resolverá, motivadamente y en forma oral, 
lo procedente sobre las cuestiones que el 
juez o tribunal pueda plantear en ese 
momento sobre su competencia, los 
presupuestos de la demanda o el alcance y 
límites de la pretensión formulada, 
respetando las garantías procesales de las 
partes y sin prejuzgar el fondo del asunto. 
A continuación, el demandante ratificará o 
ampliará su demanda, aunque en ningún 
caso podrá hacer en ella variación 
sustancial 

1. En el acto del juicio, habiéndose dado 
cuenta de lo actuado, se resolverá, en 
primer término, motivadamente, en forma 
oral y oídas las partes, sobre las cuestiones 
previas que se puedan formular en ese 
acto, así como sobre los recursos u otras 
incidencias pendientes de resolución, sin 
perjuicio de la ulterior sucinta 
fundamentación en la sentencia, cuando 
proceda. Igualmente serán oídas las partes 
y, en su caso, se resolverá, motivadamente 
y en forma oral, lo procedente sobre las 
cuestiones que el juez, la jueza o el 
tribunal pueda plantear en ese momento 
sobre su competencia, los presupuestos de 
la demanda o el alcance y límites de la 
pretensión formulada, respetando las 
garantías procesales de las partes y sin 
prejuzgar el fondo del asunto. 
A continuación, el demandante ratificará o 
ampliará su demanda, aunque en ningún 
caso podrá hacer en ella variación 
sustancial 

Artículo 90: 
MODIFICACIÓN DE 

Artículo 90. Admisibilidad de los medios 
de prueba. 

Artículo 90. Preparación y admisibilidad 
de los medios de prueba. 



LA RÚBRICA Y DEL 
APARTADO 3 

(…) 
3. Podrán asimismo solicitar, al menos con 
cinco días de antelación a la fecha del 
juicio, aquellas pruebas que, habiendo de 
practicarse en el mismo, requieran 
diligencias de citación o requerimiento, 
salvo cuando el señalamiento se deba 
efectuar con antelación menor, en cuyo 
caso el plazo será de tres días. 
 

(…) 
3. Podrán asimismo solicitar, al menos con 
diez días de antelación a la fecha del juicio, 
diligencias de preparación de la prueba a 
practicar en juicio salvo cuando el 
señalamiento se deba efectuar con 
antelación menor, en cuyo caso el plazo 
será de tres días, y sin perjuicio de lo que 
el juez, la jueza o el tribunal decida sobre 
su admisión o inadmisión en el acto del 
juicio 

Artículo 196. Escrito 
de interposición (de 
suplicación): 
MODIFICACIÓN DEL 
APARTADO 1 

1. El escrito interponiendo el recurso de 
suplicación se presentará ante el juzgado 
que dictó la resolución impugnada, con 
tantas copias cuantas sean las partes 
recurridas 

1. El escrito interponiendo el recurso de 
suplicación se presentará ante el juzgado 
que dictó la resolución impugnada 

Artículo 210. 
Interposición del 
recurso (de 
casación): 
MODIFICACIÓN DE 
LOS APARTADO 1 Y 
3, , PASANDO EL 
ACTUAL 
APARTADO 3 A 
SER 4 

1. El escrito de formalización se presentará 
ante la Sala que dictó la resolución 
impugnada, por el abogado designado al 
efecto quien, de no indicarse otra cosa, 
asumirá desde ese momento la 
representación de la parte en el recurso, 
con tantas copias como partes recurridas y 
designando un domicilio a efectos de 
notificaciones, con todos los datos 
necesarios para su práctica, con los efectos 
del apartado 2 del artículo 53. 
2. En el escrito se expresarán por 
separado, con el necesario rigor y claridad, 
cada uno de los motivos de casación, por 
el orden señalado en el artículo 207, 
razonando la pertinencia y 
fundamentación de los mismos y el 
contenido concreto de la infracción o 
vulneración cometidas, haciendo mención 
precisa de las normas sustantivas o 
procesales infringidas, así como, en el caso 
de invocación de quebranto de doctrina 
jurisprudencial, de las concretas 
resoluciones que establezcan la doctrina 
invocada y, en particular, los siguientes 
extremos: 
a) En los motivos basados en infracción de 
las normas y garantías procesales, deberá 
consignarse la protesta, solicitud de 
subsanación o recurso destinados a 
subsanar la falta o trasgresión en la 
instancia, de haber existido momento 
procesal oportuno para ello y el efecto de 
indefensión producido. 
b) En los motivos basados en error de 
hecho en la apreciación de la prueba 
deberán señalarse de modo preciso cada 
uno de los documentos en que se 
fundamente y el concreto extremo a que 
se refiere, ofreciendo la formulación 
alternativa de los hechos probados que se 
propugna. 
 
 
 
 
 

1. El escrito de formalización se presentará 
ante la Sala que dictó la resolución 
impugnada, por el abogado designado al 
efecto quien, de no indicarse otra cosa, 
asumirá desde ese momento la 
representación de la parte en el recurso, 
designando un domicilio a efectos de 
notificaciones, con todos los datos 
necesarios para su práctica, con los efectos 
del apartado 2 del artículo 53. 
2. En el escrito se expresarán por 
separado, con el necesario rigor y claridad, 
cada uno de los motivos de casación, por 
el orden señalado en el artículo 207, 
razonando la pertinencia y 
fundamentación de los mismos y el 
contenido concreto de la infracción o 
vulneración cometidas, haciendo mención 
precisa de las normas sustantivas o 
procesales infringidas, así como, en el caso 
de invocación de quebranto de doctrina 
jurisprudencial, de las concretas 
resoluciones que establezcan la doctrina 
invocada y, en particular, los siguientes 
extremos: 
a) En los motivos basados en infracción de 
las normas y garantías procesales, deberá 
consignarse la protesta, solicitud de 
subsanación o recurso destinados a 
subsanar la falta o trasgresión en la 
instancia, de haber existido momento 
procesal oportuno para ello y el efecto de 
indefensión producido. 
b) En los motivos basados en error de 
hecho en la apreciación de la prueba 
deberán señalarse de modo preciso cada 
uno de los documentos en que se 
fundamente y el concreto extremo a que 
se refiere, ofreciendo la formulación 
alternativa de los hechos probados que se 
propugna. 
3. La Sala de Gobierno del Tribunal 
Supremo podrá determinar, mediante 
acuerdo que se publicará en el ''Boletín 
Oficial del Estado'', la extensión máxima y 
otras condiciones extrínsecas, incluidas las 
relativas al formato en el que deban ser 



 
 
 
3. Si el recurso no se hubiera formalizado 
dentro del plazo conferido al efecto o si en 
el escrito se hubiesen omitido de modo 
manifiesto los requisitos exigidos, la Sala 
dictará auto poniendo fin al trámite del 
recurso quedando firme, en cuanto a dicha 
parte recurrente, la sentencia o resolución 
impugnada. Contra dicho auto, previa 
reposición ante la Sala, procederá recurso 
de queja ante la Sala de lo Social del 
Tribunal Supremo 

presentados, de los escritos de 
formalización y de impugnación de los 
recursos de casación 
4. Si el recurso no se hubiera formalizado 
dentro del plazo conferido al efecto o si en 
el escrito se hubiesen omitido de modo 
manifiesto los requisitos exigidos, la Sala 
dictará auto poniendo fin al trámite del 
recurso quedando firme, en cuanto a dicha 
parte recurrente, la sentencia o resolución 
impugnada. Contra dicho auto, previa 
reposición ante la Sala, procederá recurso 
de queja ante la Sala de lo Social del 
Tribunal Supremo 

Artículo 219. 
Finalidad del 
recurso (UD). 
Legitimación del 
Ministerio Fiscal: 
MODIFICACIÓN DE 
LOS APARTADOS 1 
Y 3 

1. El recurso tendrá por objeto la 
unificación de doctrina con ocasión de 
sentencias dictadas en suplicación por las 
Salas de lo Social de los Tribunales 
Superiores de Justicia, que fueran 
contradictorias entre sí, con la de otra u 
otras Salas de los referidos Tribunales 
Superiores o con sentencias del Tribunal 
Supremo, respecto de los mismos 
litigantes u otros diferentes en idéntica 
situación donde, en mérito a hechos, 
fundamentos y pretensiones 
sustancialmente iguales, se hubiere 
llegado a pronunciamientos distintos. 
(…) 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
3. El Ministerio Fiscal, en su función de 
defensa de la legalidad, de oficio o a 
instancia de los sindicatos, organizaciones 
empresariales, asociaciones 
representativas de los trabajadores 
autónomos económicamente 
dependientes o entidades públicas que, 
por las competencias que tengan 
atribuidas, ostenten interés legítimo en la 
unidad jurisprudencial sobre la cuestión 
litigiosa, y con independencia de la 
facultad que ordinariamente tiene 
atribuida conforme al artículo siguiente de 
esta Ley, podrá interponer recurso de 
casación para unificación de doctrina. 
Dicho recurso podrá interponerse cuando, 
sin existir doctrina unificada en la materia 
de que se trate, se hayan dictado 
pronunciamientos distintos por los 
Tribunales Superiores de Justicia, en 
interpretación de unas mismas normas 

1. El recurso tendrá por objeto la 
unificación de doctrina con ocasión de 
sentencias dictadas en suplicación por las 
Salas de lo Social de los Tribunales 
Superiores de Justicia, que fueran 
contradictorias entre sí, con la de otra u 
otras Salas de los referidos Tribunales 
Superiores o con sentencias del Tribunal 
Supremo, respecto de los mismos 
litigantes u otros diferentes en idéntica 
situación donde, en mérito a hechos, 
fundamentos y pretensiones 
sustancialmente iguales, se hubiere 
llegado a pronunciamientos distintos, 
siempre que la Sala Social del Tribunal 
Supremo aprecie que el recurso presenta 
interés casacional objetivo. Existe interés 
casacional objetivo cuando se de alguno de 
los siguientes supuestos: 
a) Si concurren circunstancias que 
aconsejen un nuevo pronunciamiento de la 
Sala. 
b) Si la cuestión posee una trascendencia 
o proyección significativa. 
c) Si el debate suscitado presenta 
relevancia para la formación de la 
jurisprudencia. 
(…) 
3. El Ministerio Fiscal, en su función de 
defensa de la legalidad, de oficio o a 
instancia de los sindicatos, organizaciones 
empresariales, asociaciones 
representativas de los trabajadores 
autónomos económicamente 
dependientes o entidades públicas que, 
por las competencias que tengan 
atribuidas, ostenten interés legítimo en la 
unidad jurisprudencial sobre la cuestión 
litigiosa, y con independencia de la 
facultad que ordinariamente tiene 
atribuida conforme al artículo siguiente de 
esta Ley, podrá interponer recurso de 
casación para unificación de doctrina. 
Dicho recurso podrá interponerse en los 
siguientes casos: 
a) Cuando, sin existir doctrina unificada 
en la materia de que se trate, se hayan 
dictado pronunciamientos distintos por los 
Tribunales Superiores de Justicia, en 



sustantivas o procesales y en 
circunstancias sustancialmente iguales, así 
como cuando se constate la dificultad de 
que la cuestión pueda acceder a 
unificación de doctrina según los requisitos 
ordinariamente exigidos o cuando las 
normas cuestionadas por parte de los 
tribunales del orden social sean de 
reciente vigencia o aplicación, por llevar 
menos de cinco años en vigor en el 
momento de haberse iniciado el proceso 
en primera instancia, y no existieran aún 
resoluciones suficientes e idóneas sobre 
todas las cuestiones discutidas que 
cumplieran los requisitos exigidos en el 
apartado 1 de este artículo. 
El recurso podrá prepararlo la Fiscalía de 
Sala de lo Social del Tribunal Supremo 
dentro de los diez días siguientes a la 
notificación a la Fiscalía de la Comunidad 
Autónoma de la sentencia impugnada, 
mediante escrito reducido a la 
manifestación del propósito de entablar el 
recurso y exponiendo sucintamente la 
fundamentación que se propondrá 
desarrollar en el mismo. 
El escrito se presentará ante la Sala que 
dictó la resolución impugnada y del mismo 
se dará traslado a las demás partes, hayan 
o no preparado las mismas recurso. Las 
partes podrán dentro de los cinco días 
siguientes, solicitar que en el recurso el 
Ministerio Fiscal interese la alteración de 
la situación jurídica particular resultante 
de la sentencia recurrida y el contenido de 
las pretensiones que el ministerio público 
habría de formular en su nombre en tal 
caso. 
Trascurrido el plazo anterior, aunque no se 
hubieran presentado escritos de las partes 
en el sentido expresado, dentro de los 
cinco días siguientes se elevarán los autos 
a la Sala de lo Social del Tribunal Supremo 
junto con los escritos de preparación que 
se hubieran presentado y las actuaciones 
que se hubieren practicado hasta ese 
momento en el estado en que se 
encuentren, previo emplazamiento por el 
secretario judicial a las demás partes que 
no hubieran recurrido para su personación 
por escrito por medio de letrado ante la 
Sala de lo Social del Tribunal Supremo 
dentro del plazo de los diez días siguientes, 
debiendo acreditarse la representación de 
la parte de no constar previamente en las 
actuaciones. La parte recurrente en su 
caso, y el Ministerio Fiscal se entenderán 
personados de derecho con la remisión de 
los autos. 
Las actuaciones ulteriores se seguirán ante 
la Sala de lo Social del Tribunal Supremo 
conforme a las reglas establecidas en los 
artículos 222 a 228 con las adaptaciones 

interpretación de unas mismas normas 
sustantivas o procesales y en 
circunstancias sustancialmente iguales. 
b) Cuando se constate la dificultad de 
que la cuestión pueda acceder a 
unificación de doctrina según los requisitos 
ordinariamente exigidos. 
c) Cuando las normas cuestionadas por 
parte de los tribunales del orden social 
sean de reciente vigencia o aplicación, por 
llevar menos de cinco años en vigor en el 
momento de haberse iniciado el proceso 
en la instancia. 
d) Cuando no existieran aún resoluciones 
suficientes e idóneas sobre todas las 
cuestiones discutidas que cumplieran los 
requisitos exigidos en el apartado 1 de 
este artículo. 
e) Cuando la cuestión debatida presente 
interés casacional objetivo 



necesarias teniendo en cuenta las 
especialidades de esta modalidad del 
recurso. 
En caso de estimación del recurso, la 
sentencia fijará en el fallo la doctrina 
jurisprudencial y podrá afectar a la 
situación jurídica particular derivada de la 
sentencia recurrida conforme a las 
pretensiones oportunamente deducidas 
por el Ministerio Fiscal y por las partes 
comparecidas en el recurso que se 
hubieren adherido al mismo. 
En defecto de solicitud de parte o en el 
caso de que las partes no hayan recurrido, 
la sentencia respetará la situación jurídica 
particular derivada de la sentencia 
recurrida y en cuanto afecte a las 
pretensiones deducidas por el Ministerio 
Fiscal, de ser estimatoria, fijará en el fallo 
la doctrina jurisprudencial. En este caso, el 
fallo se publicará en el Boletín Oficial del 
Estado y, a partir de su inserción en él, 
complementará el ordenamiento jurídico, 
vinculando en tal concepto a todos los 
jueces y tribunales del orden jurisdiccional 
social diferentes al Tribunal Supremo 

Artículo 221. Forma 
y contenido del 
escrito de 
preparación del 
recurso: 
MODIFICACIÓN DEL 
APARTADO 1 Y 
ADICIÓN DE UNA 
NUEVA LETRA c) EN 
EL APARTADO 2 

1. El recurso se preparará mediante escrito 
dirigido a la Sala de lo Social del Tribunal 
Superior de Justicia que dictó la sentencia 
de suplicación, con tantas copias como 
partes recurridas y designando un 
domicilio en la sede de la Sala de lo Social 
del Tribunal Supremo a efectos de 
notificaciones, con todos los datos 
necesarios para su práctica y con los 
efectos del apartado 2 del artículo 53. 
2. El escrito de preparación deberá estar 
firmado por abogado, acreditando la 
representación de la parte de no constar 
previamente en las actuaciones, y 
expresará el propósito de la parte de 
formalizar el recurso, con exposición 
sucinta de la concurrencia de los requisitos 
exigidos. El escrito deberá: 
a) Exponer cada uno de los extremos del 
núcleo de la contradicción, determinando 
el sentido y alcance de la divergencia 
existente entre las resoluciones 
comparadas, en atención a la identidad de 
la situación, a la igualdad sustancial de 
hechos, fundamentos y pretensiones y a la 
diferencia de pronunciamientos. 
b) Hacer referencia detallada y precisa a 
los datos identificativos de la sentencia o 
sentencias que la parte pretenda utilizar 
para fundamentar cada uno de los puntos 
de contradicción 

1. El recurso se preparará mediante escrito 
dirigido a la Sala de lo Social del Tribunal 
Superior de Justicia que dictó la sentencia 
de suplicación, y designando un domicilio 
en la sede de la Sala de lo Social del 
Tribunal Supremo a efectos de 
notificaciones, con todos los datos 
necesarios para su práctica y con los 
efectos del apartado 2 del artículo 53. 
2. El escrito de preparación deberá estar 
firmado por abogado, acreditando la 
representación de la parte de no constar 
previamente en las actuaciones, y 
expresará el propósito de la parte de 
formalizar el recurso, con exposición 
sucinta de la concurrencia de los requisitos 
exigidos. El escrito deberá: 
a) Exponer cada uno de los extremos del 
núcleo de la contradicción, determinando 
el sentido y alcance de la divergencia 
existente entre las resoluciones 
comparadas, en atención a la identidad de 
la situación, a la igualdad sustancial de 
hechos, fundamentos y pretensiones y a la 
diferencia de pronunciamientos. 
b) Hacer referencia detallada y precisa a 
los datos identificativos de la sentencia o 
sentencias que la parte pretenda utilizar 
para fundamentar cada uno de los puntos 
de contradicción. 
c) Exponer, de manera sucinta, las 
razones por las que la cuestión suscitada 
posee interés casacional objetivo 

Artículo 223. 
Interposición del 
recurso (UD): 

2. El escrito de interposición del recurso 
deberá ir firmado por abogado, con tantas 
copias como partes recurridas, y reunir los 
requisitos del artículo 224 

2. El escrito de interposición del recurso 
deberá ir firmado por abogado y reunir los 
requisitos del artículo 224 



MODIFICACIÓN DEL 
APARTADO 2 

Artículo 224. 
Contenido del 
escrito de 
interposición del 
recurso (UD): 
ADICIÓN DE UNA 
NUEVA LETRA c) EN 
EL APARTADO 1 Y 
UN NUEVO 
APARTADO 5 

1. El escrito de interposición del recurso 
deberá contener: 
a) Una relación precisa y circunstanciada 
de la contradicción alegada en los 
términos de la letra a) del apartado 2 del 
artículo 221, evidenciando que concurre la 
sustancial contradicción de sentencias y 
argumentando sobre la concurrencia de las 
identidades del artículo 219. 
b) La fundamentación de la infracción legal 
cometida en la sentencia impugnada y, en 
su caso, del quebranto producido en la 
unificación de la interpretación del 
derecho y la formación de la 
jurisprudencia. 
 
 
 
2. Para dar cumplimiento a las exigencias 
del apartado b) del número anterior, en el 
escrito se expresará separadamente, con 
la necesaria precisión y claridad, la 
pertinencia de cada uno de los motivos de 
casación, en relación con los puntos de 
contradicción a que se refiere el apartado 
a) precedente, por el orden señalado en el 
artículo 207, excepto el apartado d), que 
no será de aplicación, razonando la 
pertinencia y fundamentación de cada 
motivo y el contenido concreto de la 
infracción o vulneración cometidas, 
haciendo mención precisa de las normas 
sustantivas o procesales infringidas, así 
como, en el caso de que se invoque la 
unificación de la interpretación del 
derecho, haciendo referencia sucinta a los 
particulares aplicables de las resoluciones 
que establezcan la doctrina jurisprudencial 
invocada. 
3. Sólo podrá invocarse una sentencia por 
cada punto de contradicción, que deberá 
elegirse necesariamente de entre las 
designadas en el escrito de preparación y 
ser firme en el momento de la finalización 
del plazo de interposición. 
4. Con el escrito de interposición, de no 
haberse aportado con anterioridad, podrá 
hacerse aportación certificada de la 
sentencia o sentencias contrarias, 
acreditando su firmeza en la fecha de 
expiración del plazo de interposición, o 
con certificación posterior de que ganó 
firmeza dentro de dicho plazo la sentencia 
anteriormente aportada. Si la parte 
recurrente no aporta la certificación de la 
sentencia y de su firmeza en tiempo 
oportuno se reclamará de oficio por la 
secretaría de la Sala 

1. El escrito de interposición del recurso 
deberá contener: 
a) Una relación precisa y circunstanciada 
de la contradicción alegada en los 
términos de la letra a) del apartado 2 del 
artículo 221, evidenciando que concurre la 
sustancial contradicción de sentencias y 
argumentando sobre la concurrencia de las 
identidades del artículo 219. 
b) La fundamentación de la infracción legal 
cometida en la sentencia impugnada y, en 
su caso, del quebranto producido en la 
unificación de la interpretación del 
derecho y la formación de la 
jurisprudencia. 
c) La exposición argumentada de la 
concurrencia del interés casacional 
objetivo. 
2. Para dar cumplimiento a las exigencias 
del apartado b) del número anterior, en el 
escrito se expresará separadamente, con 
la necesaria precisión y claridad, la 
pertinencia de cada uno de los motivos de 
casación, en relación con los puntos de 
contradicción a que se refiere el apartado 
a) precedente, por el orden señalado en el 
artículo 207, excepto el apartado d), que 
no será de aplicación, razonando la 
pertinencia y fundamentación de cada 
motivo y el contenido concreto de la 
infracción o vulneración cometidas, 
haciendo mención precisa de las normas 
sustantivas o procesales infringidas, así 
como, en el caso de que se invoque la 
unificación de la interpretación del 
derecho, haciendo referencia sucinta a los 
particulares aplicables de las resoluciones 
que establezcan la doctrina jurisprudencial 
invocada. 
3. Sólo podrá invocarse una sentencia por 
cada punto de contradicción, que deberá 
elegirse necesariamente de entre las 
designadas en el escrito de preparación y 
ser firme en el momento de la finalización 
del plazo de interposición. 
4. Con el escrito de interposición, de no 
haberse aportado con anterioridad, podrá 
hacerse aportación certificada de la 
sentencia o sentencias contrarias, 
acreditando su firmeza en la fecha de 
expiración del plazo de interposición, o 
con certificación posterior de que ganó 
firmeza dentro de dicho plazo la sentencia 
anteriormente aportada. Si la parte 
recurrente no aporta la certificación de la 
sentencia y de su firmeza en tiempo 
oportuno se reclamará de oficio por la 
secretaría de la Sala. 
5. Será de aplicación a los escritos de 
interposición y de impugnación del recurso 
de casación para la unificación de doctrina 



lo preceptuado en el artículo 210.3 de esta 
ley 

Artículo 225. 
Decisión sobre la 
admisión del 
recurso (UD): 
MODIFICACIÓN DE 
LOS APARTADOS 1, 
3, 4 Y 5 

1. Recibidos los autos en la Sala de lo 
Social del Tribunal Supremo, si el letrado o 
letrada de la Administración de Justicia 
apreciara el defecto insubsanable de 
haberse preparado o interpuesto fuera de 
plazo dictará decreto poniendo fin al 
trámite del recurso, contra el que sólo 
procederá recurso de revisión. 
De apreciar defectos subsanables en la 
tramitación del recurso, o en su 
preparación e interposición, concederá a la 
parte un plazo de diez días para la 
aportación de los documentos omitidos o 
la subsanación de los defectos apreciados. 
De no efectuarse la subsanación en el 
tiempo y forma establecidos, dará cuenta a 
la Sala para que resuelva lo que proceda y, 
de dictarse auto poniendo fin al trámite 
del recurso, declarará la firmeza en su caso 
de la resolución recurrida, con pérdida del 
depósito constituido y remisión de las 
actuaciones a la Sala de procedencia. 
(…) 
 
 
3. El magistrado ponente, dará cuenta a la 
Sala del recurso interpuesto y de las causas 
de inadmisión que apreciare, en su caso.  
Si la Sala estimare que concurre alguna de 
las causas de inadmisión referidas en las 
letras a), b) y c) del apartado siguiente, 
pasará los autos al Ministerio Fiscal, de no 
haber interpuesto el recurso, para que, en 
el plazo de cinco días, informe sobre la 
admisión o inadmisión del mismo. 
Si la Sala estimare que concurre la causa 
de inadmisión referida en las letras d) y e) 
del apartado siguiente acordará oír al 
recurrente sobre las mismas por un plazo 
de cinco días, con ulterior informe del 
Ministerio Fiscal por otros cinco días, de no 
haber interpuesto el recurso. 
 
 
 
 
4. Son causas de inadmisión: 
a) el incumplimiento de manera manifiesta 
e insubsanable de los requisitos procesales 
para preparar o interponer el recurso, 
b) la carencia sobrevenida del objeto del 
recurso, 
c) la falta de contradicción entre las 
sentencias comparadas, 
d) la falta de contenido casacional de la 
pretensión, 
e) el haberse desestimado en el fondo 
otros recursos en supuestos 
sustancialmente iguales. 
 

1. Recibidos los autos en la Sala de lo 
Social del Tribunal Supremo, si el letrado o 
letrada de la Administración de Justicia 
apreciara el defecto insubsanable de 
haberse preparado o interpuesto fuera de 
plazo dictará decreto poniendo fin al 
trámite del recurso, contra el que sólo 
procederá recurso de revisión. 
De apreciar defectos subsanables en la 
tramitación del recurso, o en su 
preparación e interposición, concederá a la 
parte un plazo de diez días para la 
aportación de los documentos omitidos o 
la subsanación de los defectos apreciados. 
De no efectuarse la subsanación en el 
tiempo y forma establecidos, dará cuenta a 
la Sala para que resuelva lo que proceda y, 
de dictarse providencia sucintamente 
motivada poniendo fin al trámite del 
recurso, declarará la firmeza en su caso de 
la resolución recurrida, con pérdida del 
depósito constituido y remisión de las 
actuaciones a la Sala de procedencia. 
Contra dicha providencia no cabrá 
interponer recurso alguno. 
3. El magistrado ponente, dará cuenta a la 
Sala del recurso interpuesto y de las causas 
de inadmisión que apreciare, en su caso. 
Si la Sala acordare la admisión total del 
recurso dictará providencia poniéndolo de 
manifiesto, sin que frente a la misma 
quepa recurso alguno. Si la Sala estimare 
que concurre alguna de las causas de 
inadmisión referidas en las letras a), b) y c) 
del apartado siguiente, pasará los autos al 
Ministerio Fiscal, de no haber interpuesto 
el recurso, para que, en el plazo de cinco 
días, informe sobre la admisión o 
inadmisión del mismo. Si la Sala estimare 
que concurre la causa de inadmisión 
referida en las letras d), e) y f) del apartado 
siguiente acordará oír al recurrente sobre 
las mismas por un plazo de cinco días, con 
ulterior informe del Ministerio Fiscal por 
otros cinco días, de no haber interpuesto 
el recurso. 
4. Son causas de inadmisión: 
a) el incumplimiento de manera manifiesta 
e insubsanable de los requisitos procesales 
para preparar o interponer el recurso, 
b) la carencia sobrevenida del objeto del 
recurso, 
c) la falta de contradicción entre las 
sentencias comparadas, 
d) la falta de contenido casacional de la 
pretensión, 
e) el haberse desestimado en el fondo 
otros recursos en supuestos 
sustancialmente iguales, 
f) la falta de interés casacional objetivo. 



5. Si la Sala estimara que concurre alguna 
de las causas de inadmisión referidas 
dictará, en el plazo de tres días, auto 
declarando la inadmisión y la firmeza de la 
resolución recurrida, con imposición al 
recurrente de las costas causadas, de 
haber comparecido en el recurso las partes 
recurridas, en los términos establecidos en 
esta ley y sin que quepa recurso contra 
dicha resolución. El auto de inadmisión 
comportará, en su caso, la pérdida del 
depósito constituido, dándose a las 
consignaciones y aseguramientos 
prestados el destino que corresponda, de 
acuerdo con la sentencia de suplicación 

5. Si la Sala estimara que concurre alguna 
de las causas de inadmisión referidas 
dictará, en el plazo de tres días, 
providencia sucintamente motivada 
declarando la inadmisión y la firmeza de la 
resolución recurrida, con imposición al 
recurrente de las costas causadas, de 
haber comparecido en el recurso las partes 
recurridas, en los términos establecidos en 
esta Ley y sin que quepa recurso contra 
dicha resolución. La inadmisión 
comportará, en su caso, la pérdida del 
depósito constituido, dándose a las 
consignaciones y aseguramientos 
prestados el destino que corresponda, de 
acuerdo con la sentencia de suplicación. 
Cuando la inadmisión se refiera solamente 
a alguno de los motivos aducidos o a 
alguno de los recursos interpuestos, se 
dispondrá la continuación del trámite de 
los restantes recursos o motivos no 
afectados por la providencia de inadmisión 
parcial, sin que la resolución dictada al 
efecto sea recurrible 

Artículo 236. 
Revisión y error 
judicial, 
competencia y 
tramitación: 
ADICIÓN EN EL 
APARTADO 1 DE UN 
NUEVO CUARTO 
PÁRRAFO, 
PASANDO EL 
ACTUAL CUARTO A 
SER QUINTO Y DE 
UN NUEVO 
PÁRRAFO EN EL 
APRATADO 2,  

1. Contra cualquier sentencia firme dictada 
por los órganos del orden jurisdiccional 
social y contra los laudos arbitrales firmes 
sobre materias objeto de conocimiento del 
orden social, procederá la revisión prevista 
en la Ley 1/2000, de 7 de enero, por los 
motivos de su artículo 510 y por el 
regulado en el apartado 3 del artículo 86 
de la presente ley. La revisión se solicitará 
ante la Sala de lo Social del Tribunal 
Supremo. 
En la revisión no se celebrará vista, salvo 
que así lo acuerde el tribunal o cuando 
deba practicarse prueba. En caso de 
condena en costas se estará a lo previsto 
en el artículo anterior y el depósito para 
recurrir tendrá la cuantía que en la 
presente ley se señala para los recursos de 
casación. 
La revisión se inadmitirá de no concurrir 
los requisitos y presupuestos procesales 
exigibles o de no haberse agotado 
previamente los recursos jurisdiccionales 
que la ley prevé para que la sentencia 
pueda considerarse firme; así como, si se 
formula por los mismos motivos que 
hubieran podido plantearse, de concurrir 
los presupuestos para ello, en el incidente 
de nulidad de actuaciones regulado en el 
artículo 241 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial o mediante la audiencia al 
demandado rebelde establecida en el 
artículo 185 de la presente ley, o cuando, 
planteados aquéllos, los referidos motivos 
hubieren sido desestimados por resolución 
firme. 
 
 
 

1. Contra cualquier sentencia firme dictada 
por los órganos del orden jurisdiccional 
social y contra los laudos arbitrales firmes 
sobre materias objeto de conocimiento del 
orden social, procederá la revisión prevista 
en la Ley 1/2000, de 7 de enero, por los 
motivos de su artículo 510 y por el 
regulado en el apartado 3 del artículo 86 
de la presente ley. La revisión se solicitará 
ante la Sala de lo Social del Tribunal 
Supremo. 
En la revisión no se celebrará vista, salvo 
que así lo acuerde el tribunal o cuando 
deba practicarse prueba. En caso de 
condena en costas se estará a lo previsto 
en el artículo anterior y el depósito para 
recurrir tendrá la cuantía que en la 
presente ley se señala para los recursos de 
casación. 
La revisión se inadmitirá de no concurrir 
los requisitos y presupuestos procesales 
exigibles o de no haberse agotado 
previamente los recursos jurisdiccionales 
que la ley prevé para que la sentencia 
pueda considerarse firme; así como, si se 
formula por los mismos motivos que 
hubieran podido plantearse, de concurrir 
los presupuestos para ello, en el incidente 
de nulidad de actuaciones regulado en el 
artículo 241 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial o mediante la audiencia al 
demandado rebelde establecida en el 
artículo 185 de la presente ley, o cuando, 
planteados aquéllos, los referidos motivos 
hubieren sido desestimados por resolución 
firme. 
Si la Sala apreciara la concurrencia de 
cualquiera de tales causas de inadmisión 



 
En los supuestos del apartado 2 del 
artículo 510 de la Ley 1/2000, de 7 de 
enero, salvo en aquellos procedimientos 
en que alguna de las partes esté 
representada y defendida por el Abogado 
del Estado, el letrado o letrada de la 
Administración de Justicia dará traslado a 
la Abogacía General del Estado de la 
presentación de la demanda de revisión, 
así como de la decisión sobre su admisión. 
La Abogacía del Estado podrá intervenir, 
sin tener la condición de parte, por propia 
iniciativa o a instancia del órgano judicial, 
mediante la aportación de información o 
presentación de observaciones escritas 
sobre cuestiones relativas a la ejecución de 
la Sentencia del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos. El letrado o letrada de 
la Administración de Justicia notificará 
igualmente la decisión de la revisión a la 
Abogacía General del Estado. Del mismo 
modo, en caso de estimarse la revisión, los 
letrados y las letradas de la Administración 
de Justicia de los tribunales 
correspondientes informarán a la Abogacía 
General del Estado de las principales 
actuaciones que se lleven a cabo como 
consecuencia de la revisión. 
2. El proceso de error judicial, destinado a 
reparar el daño producido por una 
resolución firme errónea que carece de 
posibilidad de rectificación por la vía 
normal de los recursos, cuando sea 
competencia de la Sala de lo Social del 
Tribunal Supremo, se seguirá por los 
trámites y requisitos establecidos para la 
declaración de error judicial en los 
artículos 292 y concordantes de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, con las 
especialidades sobre depósitos, vista y 
costas establecidas para la revisión y sin 
que la apreciación del error pueda 
fundamentarse en pruebas distintas de las 
practicadas en las actuaciones procesales 
origen del mismo presunto error 

dictará auto, contra el cual no cabe 
recurso. 
En los supuestos del apartado 2 del 
artículo 510 de la Ley 1/2000, de 7 de 
enero, salvo en aquellos procedimientos 
en que alguna de las partes esté 
representada y defendida por el Abogado 
del Estado, el letrado o letrada de la 
Administración de Justicia dará traslado a 
la Abogacía General del Estado de la 
presentación de la demanda de revisión, 
así como de la decisión sobre su admisión. 
La Abogacía del Estado podrá intervenir, 
sin tener la condición de parte, por propia 
iniciativa o a instancia del órgano judicial, 
mediante la aportación de información o 
presentación de observaciones escritas 
sobre cuestiones relativas a la ejecución de 
la Sentencia del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos. El letrado o letrada de 
la Administración de Justicia notificará 
igualmente la decisión de la revisión a la 
Abogacía General del Estado. Del mismo 
modo, en caso de estimarse la revisión, los 
letrados y las letradas de la Administración 
de Justicia de los tribunales 
correspondientes informarán a la Abogacía 
General del Estado de las principales 
actuaciones que se lleven a cabo como 
consecuencia de la revisión. 
2. El proceso de error judicial, destinado a 
reparar el daño producido por una 
resolución firme errónea que carece de 
posibilidad de rectificación por la vía 
normal de los recursos, cuando sea 
competencia de la Sala de lo Social del 
Tribunal Supremo, se seguirá por los 
trámites y requisitos establecidos para la 
declaración de error judicial en los 
artículos 292 y concordantes de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, con las 
especialidades sobre depósitos, vista y 
costas establecidas para la revisión y sin 
que la apreciación del error pueda 
fundamentarse en pruebas distintas de las 
practicadas en las actuaciones procesales 
origen del mismo presunto error. 
Si la Sala apreciara la concurrencia de 
cualquiera de tales causas de inadmisión 
dictará auto, contra el cual no cabe 
recurso 

Artículo 260. 
Tercería de 
dominio: 
MODIFICACIÓN DEL 
APARTADO 2 

2. La solicitud, a la que se acompañará el 
título en que se funde la pretensión, 
deberá formularse por el tercerista con 
una antelación a la fecha señalada para la 
celebración de la primera subasta no 
inferior a quince días 

2. El tribunal, mediante auto, rechazará 
de plano y sin sustanciación alguna la 
demanda de tercería de dominio a la que 
no se acompañe un principio de prueba 
por escrito del fundamento de la 
pretensión del tercerista, así como la que 
se interponga con posterioridad al 
momento en que, de acuerdo con lo 
dispuesto en la legislación civil, se 
produzca la transmisión del bien al 
acreedor o al tercero que lo adquiera en 
pública subasta 



Artículo 264. 
Realización de los 
bienes: 
MODIFICACIÓN 
ÍNTEGRA 

La realización de los bienes embargados se 
ajustará a lo dispuesto en la legislación 
procesal civil, con la única excepción de 
que para el caso de resultar desierta la 
subasta tendrán los ejecutantes o, en su 
defecto, los responsables legales solidarios 
o subsidiarios, el derecho a adjudicarse los 
bienes por el 30 por ciento del avalúo, 
dándoseles, a tal fin, el plazo común de 
diez días. De no hacerse uso de este 
derecho, se alzará el embargo 

La realización de los bienes embargados se 
ajustará a lo dispuesto en la legislación 
procesal civil 

2. MODIFICACIÓN DEL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DEL ESTATUTO DE LOS 
TRABAJADORES, APROBADO POR EL REAL DECRETO LEGISLATIVO 2/2015, DE 23 
DE OCTUBRE (Disposición final vigesimosexta) : ENTRADA EN VIGOR: 3 de marzo 

de 2025 
PRECEPTO 
AFECTADO 

ANTERIOR REDACCIÓN  NUEVA REDACCIÓN 

Artículo 50. 
Extinción por 
voluntad del 
trabajador: 
MODIFICACIÓN 
ÍNTEGRA 

1. Serán causas justas para que el 
trabajador pueda solicitar la extinción del 
contrato: 
a) Las modificaciones sustanciales en las 
condiciones de trabajo llevadas a cabo sin 
respetar lo previsto en el artículo 41 y que 
redunden en menoscabo de la dignidad del 
trabajador. 
b) La falta de pago o retrasos continuados 
en el abono del salario pactado. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
c) Cualquier otro incumplimiento grave de 
sus obligaciones por parte del empresario, 
salvo los supuestos de fuerza mayor, así 
como la negativa del mismo a reintegrar al 
trabajador en sus anteriores condiciones 
de trabajo en los supuestos previstos en 
los artículos 40 y 41, cuando una sentencia 
judicial haya declarado los mismos 
injustificados. 
2. En tales casos, el trabajador tendrá 
derecho a las indemnizaciones señaladas 
para el despido improcedente 

1. Serán causas justas para que el 
trabajador pueda solicitar la extinción del 
contrato: 
a) Las modificaciones sustanciales en las 
condiciones de trabajo llevadas a cabo sin 
respetar lo previsto en el artículo 41 y que 
redunden en menoscabo de la dignidad del 
trabajador. 
b) La falta de pago o retrasos 
continuados en el abono del salario 
pactado. 
Sin perjuicio de otros supuestos que por el 
juez, la jueza o el tribunal puedan 
considerarse causa justa a estos efectos, se 
entenderá que hay retraso cuando se 
supere en quince días la fecha fijada para 
el abono del salario, concurriendo la causa 
cuando se adeuden al trabajador o la 
trabajadora, en el período de un año, tres 
mensualidades completas de salario, aún 
no consecutivas, o cuando concurra 
retraso en el pago del salario durante seis 
meses, aún no consecutivos. 
c) Cualquier otro incumplimiento grave de 
sus obligaciones por parte del empresario, 
salvo los supuestos de fuerza mayor, así 
como la negativa del mismo a reintegrar al 
trabajador o la trabajadora en sus 
anteriores condiciones de trabajo en los 
supuestos previstos en los artículos 40 y 
41, cuando una sentencia judicial haya 
declarado los mismos injustificados. 
2. En tales casos, el trabajador tendrá 
derecho a las indemnizaciones señaladas 
para el despido improcedente 

Artículo 53. Forma y 
efectos de la 
extinción por 
causas objetivas: 
MODIFICACIÓN DE 
LA LETRA b) DEL 
APARTADO 4 

4. Cuando la decisión extintiva del 
empresario tuviera como móvil algunas de 
las causas de discriminación prohibidas en 
la Constitución o en la ley o bien se 
hubiera producido con violación de 
derechos fundamentales y libertades 
públicas del trabajador, la decisión 
extintiva será nula, debiendo la autoridad 
judicial hacer tal declaración de oficio. 

4. Cuando la decisión extintiva del 
empresario tuviera como móvil algunas de 
las causas de discriminación prohibidas en 
la Constitución o en la ley o bien se 
hubiera producido con violación de 
derechos fundamentales y libertades 
públicas del trabajador, la decisión 
extintiva será nula, debiendo la autoridad 
judicial hacer tal declaración de oficio. 



Será también nula la decisión extintiva en 
los siguientes supuestos: 
(…) 
b) El de las trabajadoras embarazadas, 
desde la fecha de inicio del embarazo 
hasta el comienzo del periodo de 
suspensión a que se refiere la letra a); el 
de las personas trabajadoras que hayan 
solicitado uno de los permisos a los que se 
refieren los apartados 4, 5 y 6 del artículo 
37, o estén disfrutando de ellos, o hayan 
solicitado o estén disfrutando la 
excedencia prevista en el artículo 46.3; y el 
de las personas trabajadoras víctimas de 
violencia de género o de violencia sexual, 
por el ejercicio de su derecho a la tutela 
judicial efectiva o de los derechos 
reconocidos en esta ley para hacer efectiva 
su protección o su derecho a la asistencia 
social integral. 

Será también nula la decisión extintiva en 
los siguientes supuestos: 
(…) 
b) El de las trabajadoras embarazadas, 
desde la fecha de inicio del embarazo 
hasta el comienzo del periodo de 
suspensión a que se refiere la letra a); el 
de las personas trabajadoras que hayan 
solicitado uno de los permisos a los que se 
refieren los apartados 3.b), 4, 5 y 6 del 
artículo 37, o estén disfrutando de ellos, o 
hayan solicitado o estén disfrutando de las 
adaptaciones de jornada previstas en el 
artículo 34.8 o la excedencia prevista en el 
artículo 46.3; y el de las personas 
trabajadoras víctimas de violencia de 
género o de violencia sexual, por el 
ejercicio de su derecho a la tutela judicial 
efectiva o de los derechos reconocidos en 
esta ley para hacer efectiva su protección 
o su derecho a la asistencia social integral. 

Artículo 55. Forma y 
efectos del despido 
disciplinario: 
MODIFICACIÓN DE 
LA LETRA b) DEL 
APARTADO 5 

5. Será nulo el despido que tenga por 
móvil alguna de las causas de 
discriminación prohibidas en la 
Constitución Española o en la ley, o bien se 
produzca con violación de derechos 
fundamentales y libertades públicas de la 
persona trabajadora. 
Será también nulo el despido, en los 
siguientes supuestos: 
(…) 
b) El de las trabajadoras embarazadas, 
desde la fecha de inicio del embarazo 
hasta el comienzo del periodo de 
suspensión a que se refiere la letra a); el 
de las personas trabajadoras que hayan 
solicitado uno de los permisos a los que se 
refieren los apartados 4, 5 y 6 del artículo 
37, o estén disfrutando de ellos, o hayan 
solicitado o estén disfrutando la 
excedencia prevista en el artículo 46.3; y el 
de las personas trabajadoras víctimas de 
violencia de género o de violencia sexual, 
por el ejercicio de su derecho a la tutela 
judicial efectiva o de los derechos 
reconocidos en esta ley para hacer efectiva 
su protección o su derecho a la asistencia 
social integral 

5. Será nulo el despido que tenga por 
móvil alguna de las causas de 
discriminación prohibidas en la 
Constitución Española o en la ley, o bien se 
produzca con violación de derechos 
fundamentales y libertades públicas de la 
persona trabajadora. 
Será también nulo el despido, en los 
siguientes supuestos: 
(…) 
b) El de las trabajadoras embarazadas, 
desde la fecha de inicio del embarazo 
hasta el comienzo del periodo de 
suspensión a que se refiere la letra a); el 
de las personas trabajadoras que hayan 
solicitado uno de los permisos a los que se 
refieren los apartados 3.b), 4, 5 y 6 del 
artículo 37, o estén disfrutando de ellos, o 
hayan solicitado o estén disfrutando de las 
adaptaciones de jornada previstas en el 
artículo 34.8 o la excedencia prevista en el 
artículo 46.3; y el de las personas 
trabajadoras víctimas de violencia de 
género o de violencia sexual, por el 
ejercicio de su derecho a la tutela judicial 
efectiva o de los derechos reconocidos en 
esta ley para hacer efectiva su protección 
o su derecho a la asistencia social integral 

3. MODIFICACIÓN DE LA LEY 23/2015, DE 21 DE JULIO, ORDENADORA DEL SISTEMA 
DE INSPECCIÓN DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL (Disposición final 

vigesimoquinta) : ENTRADA EN VIGOR: 3 de marzo de 2025 
ADICIÓN DE UNA 
NUEVA 
DISPOSICIÓN 
ADICIONAL 
UNDÉCIMA 

Disposición adicional undécima. Régimen de incompatibilidades. 
El personal funcionario previsto en el artículo 3 de esta ley, podrá realizar actividades de 
conciliación, mediación y arbitraje en huelgas y otros conflictos laborales ajenas a la 
función inspectora, en el ámbito de los sistemas autónomos de solución de conflictos 
laborales constituidos mediante los acuerdos interprofesionales o los convenios 
colectivos a los que se refiere el artículo 83 del Estatuto de los Trabajadores, de acuerdo 
con las normas reguladoras del funcionamiento de los mismos, así como funciones 
arbitrales previstas en el artículo 76 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los 
Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, siempre 
que estas actividades no tengan carácter permanente. 



Dichas actividades quedan exceptuadas del régimen de incompatibilidades previsto en la 
Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de incompatibilidades al servicio de las 
Administraciones públicas 

4. MODIFICACIÓN DE LA LEY 35/2006, DE 28 DE NOVIEMBRE, DEL IMPUESTO SOBRE 
LA RENTA DE LAS PERSONAS FÍSICAS Y DE MODIFICACIÓN PARCIAL DE LAS LEYES 
DE LOS IMPUESTOS SOBRE SOCIEDADES, SOBRE LA RENTA DE NO RESIDENTES Y 
SOBRE EL PATRIMONIO (Disposición final decimocuarta): ENTRADA EN VIGOR: 3 

de marzo de 2025 
PRECEPTO 
AFECTADO 

ANTERIOR REDACCIÓN  NUEVA REDACCIÓN 

Artículo 7. Rentas 
exentas: 
MODIFICACIÓN DE 
LAS LETRAS d) Y e) 

Estarán exentas las siguientes rentas: 
(…) 
d) Las indemnizaciones como consecuencia 
de responsabilidad civil por daños 
personales, en la cuantía legal o 
judicialmente reconocida. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Igualmente estarán exentas las 
indemnizaciones por idéntico tipo de 
daños derivadas de contratos de seguro de 
accidentes, salvo aquellos cuyas primas 
hubieran podido reducir la base imponible 
o ser consideradas gasto deducible por 
aplicación de la regla 1.ª del apartado 2 del 
artículo 30 de esta Ley, hasta la cuantía 
que resulte de aplicar, para el daño 
sufrido, el sistema para la valoración de los 
daños y perjuicios causados a las personas 
en accidentes de circulación, incorporado 
como anexo en el texto refundido de la Ley 
sobre responsabilidad civil y seguro en la 
circulación de vehículos a motor, aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 8/2004, de 
29 de octubre. 
e) Las indemnizaciones por despido o cese 
del trabajador, en la cuantía establecida 
con carácter obligatorio en el Estatuto de 
los Trabajadores, en su normativa de 
desarrollo o, en su caso, en la normativa 
reguladora de la ejecución de sentencias, 
sin que pueda considerarse como tal la 

Estarán exentas las siguientes rentas: 
(…) 
e) Las indemnizaciones como consecuencia 
de responsabilidad civil por daños 
personales, en la cuantía legal o 
judicialmente reconocida. 
Asimismo, las indemnizaciones como 
consecuencia de responsabilidad civil por 
daños físicos o psíquicos, satisfechos por la 
entidad aseguradora del causante del daño 
no previstas en el párrafo anterior, cuando 
deriven de un acuerdo de mediación o de 
cualquier otro medio adecuado de 
solución de controversias legalmente 
establecido, siempre que en la obtención 
del acuerdo por ese medio haya 
intervenido un tercero neutral y el acuerdo 
se haya elevado a escritura pública, hasta 
la cuantía que resulte de aplicar, para el 
daño sufrido, el sistema para la valoración 
de los daños y perjuicios causados a las 
personas en accidentes de circulación, 
incorporado como anexo en el texto 
refundido de la Ley sobre responsabilidad 
civil y seguro en la circulación de vehículos 
a motor, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 8/2004, de 29 de octubre. 
Igualmente estarán exentas las 
indemnizaciones por daños personales 
derivadas de contratos de seguro de 
accidentes, salvo aquellos cuyas primas 
hubieran podido reducir la base imponible 
o ser consideradas gasto deducible por 
aplicación de la regla 1.ª del apartado 2 del 
artículo 30 de esta ley, hasta la cuantía que 
resulte de aplicar, para el daño sufrido, el 
sistema para la valoración de los daños y 
perjuicios causados a las personas en 
accidentes de circulación, incorporado 
como anexo en el texto refundido de la Ley 
sobre responsabilidad civil y seguro en la 
circulación de vehículos a motor, aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 8/2004, de 
29 de octubre. 
e) Las indemnizaciones por despido o 
cese del trabajador, en la cuantía 
establecida con carácter obligatorio en el 
texto refundido de la Ley del Estatuto de 
los Trabajadores, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de 
octubre, en su normativa de desarrollo o, 
en su caso, en la normativa reguladora de 



establecida en virtud de convenio, pacto o 
contrato. 
 
 
Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 
anterior, en los supuestos de despidos 
colectivos realizados de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 51 del Estatuto 
de los Trabajadores, o producidos por las 
causas previstas en la letra c) del artículo 
52 del citado Estatuto, siempre que, en 
ambos casos, se deban a causas 
económicas, técnicas, organizativas, de 
producción o por fuerza mayor, quedará 
exenta la parte de indemnización percibida 
que no supere los límites establecidos con 
carácter obligatorio en el mencionado 
Estatuto para el despido improcedente. 
 
 
 
 
 
El importe de la indemnización exenta a 
que se refiere esta letra tendrá como 
límite la cantidad de 180.000 euros 

la ejecución de sentencias, sin que pueda 
considerarse como tal la establecida en 
virtud de convenio, pacto o contrato. 
Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 
anterior, en los supuestos de despidos 
colectivos realizados, o cuando se extinga 
el contrato en el supuesto de la letra c) del 
artículo 52 del mismo texto, siempre que, 
en ambos casos, se deban a causas 
económicas, técnicas, organizativas, de 
producción o por fuerza mayor, quedará 
exenta la parte de indemnización percibida 
que no supere los límites establecidos con 
carácter obligatorio en el mencionado 
Estatuto para el despido improcedente. 
No tendrán la consideración de 
indemnizaciones establecidas en virtud de 
convenio, pacto o contrato, las acordadas 
en el acto de conciliación ante el Servicio 
administrativo al que se refiere el artículo 
63 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, 
reguladora de la jurisdicción social. 
El importe de la indemnización exenta a 
que se refiere esta letra tendrá como 
límite la cantidad de 180.000 euros 

5. MODIFICACIÓN DE LA LEY ORGÁNICA 6/1985, DE 1 DE JULIO, DEL PODER JUDICIAL 
(Artículo 1) 

A) CAMBIOS CON POSIBLE INCIDENCIA EN EL ORDEN SOCIAL 

PRECEPTO 
AFECTADO 

ANTERIOR REDACCIÓN  NUEVA REDACCIÓN 

Artículo 2: 
MODIFICACIÓN 
ÍNTEGRA 

1. El ejercicio de la potestad jurisdiccional, 
juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, 
corresponde exclusivamente a los 
Juzgados y Tribunales determinados en las 
leyes y en los tratados internacionales. 
 
2. Los Juzgados y Tribunales no ejercerán 
más funciones que las señaladas en el 
párrafo anterior, y las demás que 
expresamente les sean atribuidas por ley 
en garantía de cualquier derecho 

1. El ejercicio de la potestad jurisdiccional, 
juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, 
corresponde exclusivamente a los jueces, a 
las juezas y a los Tribunales determinados 
en las leyes y en los tratados 
internacionales. 
2. Los jueces, las juezas y los Tribunales no 
ejercerán más funciones que las señaladas 
en el apartado anterior, y las demás que 
expresamente les sean atribuidas por ley 
en garantía de cualquier derecho 

Artículo 3: 
MODIFICACIÓN DEL 
APARTADO 1 

1. La jurisdicción es única y se ejerce por 
los Juzgados y Tribunales previstos en esta 
Ley, sin perjuicio de las potestades 
jurisdiccionales reconocidas por la 
Constitución a otros órganos 

1. La jurisdicción es única y se ejerce por 
los jueces, las juezas y los Tribunales 
previstos en esta ley orgánica, sin perjuicio 
de las potestades jurisdiccionales 
reconocidas por la Constitución a otros 
órganos 

Artículo 7: 
MODIFICACIÓN DEL 
APARTADO 3 

3. Los Juzgados y Tribunales protegerán los 
derechos e intereses legítimos, tanto 
individuales como colectivos, sin que en 
ningún caso pueda producirse indefensión. 
Para la defensa de estos últimos se 
reconocerá la legitimación de las 
corporaciones, asociaciones y grupos que 
resulten afectados o que estén legalmente 
habilitados para su defensa y promoción 

3. Los jueces y las juezas protegerán los 
derechos e intereses legítimos, tanto 
individuales como colectivos, sin que en 
ningún caso pueda producirse indefensión. 
Para la defensa de estos últimos se 
reconocerá la legitimación de las 
corporaciones, asociaciones, 
organizaciones sindicales y grupos que 
resulten afectados o que estén legalmente 
habilitados para su defensa y promoción 

Artículo 9: 
MODIFICACIÓN DE 
LOS APARTADOS 1 
Y 2 

1. Los Juzgados y Tribunales ejercerán su 
jurisdicción exclusivamente en aquellos 
casos en que les venga atribuida por esta u 
otra Ley. 

1. Los jueces y juezas, así como los 
Tribunales ejercerán su jurisdicción 
exclusivamente en aquellos casos en que 
les venga atribuida por esta u otra ley. 



2. Los Tribunales y Juzgados del orden civil 
conocerán, además de las materias que les 
son propias, de todas aquellas que no 
estén atribuidas a otro orden 
jurisdiccional. 
En este orden civil, corresponderá a la 
jurisdicción militar la prevención de los 
juicios de testamentaría y de abintestato 
de los miembros de las Fuerzas Armadas 
que, en tiempo de guerra, fallecieren en 
campaña o navegación, limitándose a la 
práctica de la asistencia imprescindible 
para disponer el sepelio del difunto y la 
formación del inventario y aseguramiento 
provisorio de sus bienes, dando siempre 
cuenta a la Autoridad judicial civil 
competente 

2. Los jueces y juezas, así como los 
Tribunales del orden civil conocerán, 
además de las materias que les son 
propias, de todas aquellas que no estén 
atribuidas a otro orden jurisdiccional. 
En este orden civil, corresponderá a la 
Jurisdicción Militar la prevención de los 
juicios de testamentaría y de abintestato 
de los miembros de las Fuerzas Armadas 
que, en situación de conflicto armado, 
fallecieren en campaña o navegación, 
limitándose a la práctica de la asistencia 
imprescindible para disponer el sepelio del 
difunto y la formación del inventario y 
aseguramiento provisorio de sus bienes, 
dando siempre cuenta a la Autoridad 
judicial civil competente 

Artículo 11: 
MODIFICACIÓN DE 
LOS APARTADOS 2 
Y 3 

2. Los Juzgados y Tribunales rechazarán 
fundadamente las peticiones, incidentes y 
excepciones que se formulen con 
manifiesto abuso de derecho o entrañen 
fraude de ley o procesal. 
3. Los Juzgados y Tribunales, de 
conformidad con el principio de tutela 
efectiva consagrado en el artículo 24 de la 
Constitución, deberán resolver siempre 
sobre las pretensiones que se les 
formulen, y solo podrán desestimarlas por 
motivos formales cuando el defecto fuese 
insubsanable o no se subsanare por el 
procedimiento establecido en las leyes 

2. Los jueces y juezas, así como los 
Tribunales rechazarán fundadamente las 
peticiones, incidentes y excepciones que 
se formulen con manifiesto abuso de 
derecho o entrañen fraude de ley o 
procesal. 
3. Los jueces y juezas, así como los 
Tribunales, de conformidad con el 
principio de tutela efectiva consagrado en 
el artículo 24 de la Constitución, deberán 
resolver siempre sobre las pretensiones 
que se les formulen, y solo podrán 
desestimarlas por motivos formales 
cuando el defecto fuese insubsanable o no 
se subsanare por el procedimiento 
establecido en las leyes 

Artículo 25: 
MODIFICACIÓN 
ÍNTEGRA  

En el orden social, los Juzgados y 
Tribunales españoles serán competentes: 
 
1.º En materia de derechos y obligaciones 
derivados de contrato de trabajo, cuando 
los servicios se hayan prestado en España 
o el contrato se haya celebrado en 
territorio español; cuando el demandado 
tenga su domicilio en territorio español o 
una agencia, sucursal, delegación o 
cualquier otra representación en España; 
cuando el trabajador y el empresario 
tengan nacionalidad española, cualquiera 
que sea el lugar de prestación de los 
servicios o de celebración del contrato; y, 
además, en el caso de contrato de 
embarque, si el contrato fue precedido de 
oferta recibida en España por trabajador 
español. 
2.º En materia de control de legalidad de 
los convenios colectivos de trabajo 
celebrados en España y de pretensiones 
derivadas de conflictos colectivos de 
trabajo promovidos en territorio español. 
3.º En materia de pretensiones de 
Seguridad Social frente a entidades 
españolas o que tengan domicilio, agencia, 
delegación o cualquier otra representación 
en España 

En el orden social, los jueces y juezas, así 
como los Tribunales españoles serán 
competentes: 
1.º En materia de derechos y obligaciones 
derivados de contrato de trabajo, cuando 
los servicios se hayan prestado en España 
o el contrato se haya celebrado en 
territorio español; cuando el demandado 
tenga su domicilio en territorio español 
o una agencia, sucursal, delegación o 
cualquier otra representación en España; 
cuando el trabajador o la trabajadora y el 
empresario o la empresaria tengan 
nacionalidad española, cualquiera que sea 
el lugar de prestación de los servicios o de 
celebración del contrato; y, además, en el 
caso de contrato de embarque, si el 
contrato fue precedido de oferta recibida 
en España por trabajador español. 
2.º En materia de control de legalidad de 
los convenios colectivos de trabajo 
celebrados en España y de pretensiones 
derivadas de conflictos colectivos de 
trabajo promovidos en territorio español. 
3.º En materia de pretensiones de 
Seguridad Social frente a entidades 
españolas o que tengan domicilio, agencia, 
delegación o cualquier otra representación 
en España 



MODIFICACIÓN DE 
LA RÚBRICA DEL 
CAPÍTULO I DEL 
TÍTULO II DEL LIBRO 
I  

De los Juzgados y Tribunales De los Tribunales 

Artículo 26: 
MODIFICACIÓN 
ÍNTEGRA 

El ejercicio de la potestad jurisdiccional se 
atribuye a los siguientes juzgados y 
Tribunales: 
Juzgados de Paz. 
Juzgados de Primera Instancia e 
Instrucción, de lo Mercantil, de Violencia 
sobre la Mujer, de lo Penal, de lo 
Contencioso-Administrativo, de lo Social, 
de Menores y de Vigilancia Penitenciaria. 
Audiencias Provinciales. 
Tribunales Superiores de Justicia. 
Audiencia Nacional. 
Tribunal Supremo. 

Los Tribunales a los que se atribuye el 
ejercicio de la potestad jurisdiccional son 
los siguientes: 
a) Jueces y juezas de paz. 
b) Tribunales de Instancia. 
c) Audiencias Provinciales. 
d) Tribunales Superiores de Justicia. 
e) Tribunal Central de Instancia. 
f) Audiencia Nacional. 
g) Tribunal Supremo 

Artículo 27: 
MODIFICACIÓN 
ÍNTEGRA 

1. En las Salas de los Tribunales en las que 
existan dos o más Secciones, se designarán 
por numeración ordinal. 
2. En las poblaciones en que existan dos o 
más Juzgados del mismo orden 
jurisdiccional y de la misma clase, se 
designarán por numeración cardinal. 

1. Cuando las Salas de los Tribunales se 
dividan en Secciones y hubiere dos o más, 
se designarán por numeración ordinal. 
2. Las plazas judiciales que integran los 
Tribunales de Instancia y el Tribunal 
Central de Instancia se designarán por 
numeración cardinal dentro de la misma 
Sección 

Artículo 29: 
MODIFICACIÓN 
ÍNTEGRA 

1. La planta de los juzgados y tribunales se 
establecerá por ley. Será revisada, al 
menos, cada cinco años, previo informe 
del Consejo General del Poder Judicial, 
para adaptarla a las nuevas necesidades. 
 
 
 
2. La revisión de la planta de los juzgados y 
tribunales podrá ser instada por las 
comunidades autónomas con competencia 
en materia de Justicia para adaptarla a las 
necesidades de su ámbito territorial 

1. La planta de los tribunales se 
establecerá por ley. Será revisada con base 
en la evolución de las cargas de trabajo, 
población y otros parámetros que se 
consideren relevantes, al menos, cada 
cinco años, previo informe del Consejo 
General del Poder Judicial, para adaptarla 
a las nuevas necesidades. 
2. La revisión de la planta de los tribunales 
podrá ser instada por las comunidades 
autónomas con competencia en materia 
de Justicia para adaptarla a las 
necesidades de su ámbito territorial 

Artículo 36: 
MODIFICACIÓN 
ÍNTEGRA 

La creación de Secciones y Juzgados 
corresponderá al Gobierno cuando no 
suponga alteración de la demarcación 
judicial, oídos preceptivamente la 
Comunidad Autónoma afectada y el 
Consejo General del Poder Judicial 

La creación de las Secciones de las 
Audiencias y Tribunales y de plazas 
judiciales, siempre que no suponga 
alteración de la demarcación judicial, 
corresponderá al Gobierno, oídos 
preceptivamente la comunidad autónoma 
afectada y el Consejo General del Poder 
Judicial 

Artículo 75: 
MODIFICACIÓN 
ÍNTEGRA 

La Sala de lo Social del Tribunal Superior de 
Justicia conocerá: 
1.º En única instancia, de los procesos que 
la ley establezca sobre controversias que 
afecten a intereses de los trabajadores y 
empresarios en ámbito superior al de un 
Juzgado de lo Social y no superior al de la 
Comunidad Autónoma. 
 
2.º De los recursos que establezca la ley 
contra las resoluciones dictadas por los 
Juzgados de lo Social de la comunidad 
autónoma, así como de los recursos de 
suplicación y los demás que prevé la ley 
contra las resoluciones de los juzgados de 
lo mercantil de la comunidad autónoma en 

La Sala de lo Social del Tribunal Superior de 
Justicia conocerá: 
1.º En única instancia, de los procesos que 
la ley establezca sobre controversias que 
afecten a intereses de los trabajadores y 
trabajadoras y empresarios y empresarias 
en ámbito superior al de una Sección de lo 
Social del Tribunal de Instancia y no 
superior al de la comunidad autónoma. 
2.º De los recursos que establezca la ley 
contra las resoluciones dictadas por las 
Secciones de lo Social de los Tribunales de 
Instancia de la comunidad autónoma, así 
como de los recursos de suplicación y los 
demás que prevé la ley contra 



materia laboral, y las que resuelvan los 
incidentes concursales que versen sobre la 
misma materia. 
 
 
3.º De las cuestiones de competencia que 
se susciten entre los Juzgados de lo Social 
de la Comunidad Autónoma 

las resoluciones de las Secciones de lo 
Mercantil de los Tribunales de Instancia de 
la comunidad autónoma en materia 
laboral, y las que resuelvan los incidentes 
concursales que versen sobre la misma 
materia. 
3.º De las cuestiones de competencia que 
se susciten entre las Secciones de lo Social 
de los Tribunales de Instancia de la 
comunidad autónoma 

MODIFICACIÓN DE 
LA RÚBRICA DEL 
CAPÍTULO V DEL 
TÍTULO IV DEL 
LIBRO I 

De los Juzgados de Primera Instancia e 
Instrucción, de lo Mercantil, de lo Penal, 

de Violencia sobre la Mujer, de lo 
Contencioso-Administrativo, de lo Social, 
de Vigilancia Penitenciaria y de Menores 

De los Tribunales de Instancia y del 
Tribunal Central de Instancia 

Artículo 84: 
MODIFICACIÓN 
ÍNTEGRA 

En cada partido habrá uno o más Juzgados 
de Primera Instancia e Instrucción con 
sede en la capital de aquél y jurisdicción en 
todo su ámbito territorial. Tomarán su 
designación del municipio de su sede 

1. Habrá un Tribunal de Instancia en cada 
partido judicial, con sede en su capital, de 
la que tomará su nombre. 
2. Los Tribunales de Instancia estarán 
integrados por una Sección Única, de Civil 
y de Instrucción. En los supuestos 
determinados por la Ley 38/1988, de 28 de 
diciembre, de Demarcación y de Planta 
Judicial, el Tribunal de Instancia se 
integrará por una Sección Civil y otra 
Sección de Instrucción. 
Además de las anteriores, los Tribunales 
de Instancia podrán estar integrados por 
alguna o varias de las siguientes Secciones: 
a) De Familia, Infancia y Capacidad. 
b) De lo Mercantil. 
c) De Violencia sobre la Mujer. 
d) De Violencia contra la Infancia y la 
Adolescencia. 
e) De lo Penal. 
f) De Menores. 
g) De Vigilancia Penitenciaria. 
h) De lo Contencioso-Administrativo. 
i) De lo Social. 
3. Cada Tribunal de Instancia contará con 
una Presidencia. Las Secciones del Tribunal 
de Instancia contarán con una Presidencia 
de Sección cuando concurran las siguientes 
circunstancias: 
a) Que en el Tribunal de Instancia hubiere 
dos o más Secciones. 
b) Que en la Sección de que se trate 
existan ocho o más plazas judiciales. 
c) Que el número total de plazas judiciales 
del Tribunal de Instancia sea igual o 
superior a doce. 
4. El ejercicio de la función jurisdiccional 
corresponde a los jueces, las juezas, los 
magistrados y las magistradas destinados o 
destinadas en las diferentes Secciones que 
integren los Tribunales de Instancia. Su 
adscripción a las referidas Secciones será 
funcional. Conforme a criterios de 
racionalización del trabajo, los jueces, las 
juezas, los magistrados y las magistradas 
destinados o destinadas en una Sección del 
Tribunal de Instancia podrán conocer de 
los asuntos de nuevo ingreso de otras 



Secciones que lo integren, siempre que se 
trate de asuntos del mismo orden 
jurisdiccional. Esta asignación se realizará 
mediante acuerdo del Consejo General del 
Poder Judicial, a propuesta de la 
Presidencia del Tribunal y oída la Junta de 
Jueces y Juezas del orden jurisdiccional al 
que se refiera. Cuando la asignación se 
acuerde para cubrir ausencias provocadas 
por la concesión de comisiones de servicio 
o licencias de larga duración, podrá afectar 
a los asuntos de nuevo ingreso o a aquellos 
de los que esté conociendo el juez, la 
jueza, el magistrado o la magistrada que se 
encuentre en alguna de tales situaciones. 
Dichos acuerdos deberán publicarse en el 
''Boletín Oficial del Estado''. 
5. Se podrá establecer que algunas de las 
Secciones que integren los Tribunales de 
Instancia extiendan su jurisdicción a uno o 
varios partidos judiciales de la misma 
provincia, o de varias provincias limítrofes 
dentro del ámbito de un mismo Tribunal 
Superior de Justicia. 
6. En el Tribunal de Instancia se podrá 
nombrar a dos de sus jueces, juezas, 
magistrados o magistradas, conforme a un 
turno anual preestablecido y público, para 
que, junto con aquel o aquella a quien le 
hubiere sido turnado el asunto 
inicialmente, se encarguen de la 
instrucción de un determinado proceso 
penal o conozcan en primera instancia de 
un procedimiento de cualquier orden 
jurisdiccional cuando, en atención al 
volumen, la especial complejidad o el 
número de intervinientes de un 
procedimiento, tal nombramiento 
favorezca el ejercicio de la función 
jurisdiccional. En estos casos, para la 
adopción de cuantas resoluciones se 
dictaren en el curso del proceso, actuará 
como ponente aquel o aquella a quien le 
hubiere sido turnado el asunto 
inicialmente. Estos jueces, juezas, 
magistrados o magistradas conocerán de 
dicho procedimiento hasta su completa 
terminación, sin perjuicio de que se les 
puedan seguir repartiendo otros asuntos. 

SUPRESIÓN DE LOS 
ARTÍCULOS 86 BIS Y 
86 TER, 86 QUATER 
Y 86 QUINQUIES Y 
NUEVA REDACCIÓN 
DEL ARTÍCULO 87 
RESPECTO A LA 
JURISDICCIÓN 
MERCANTIL 

1. Con carácter general, en el Tribunal de Instancia con sede en la capital de cada 
provincia, existirá una Sección de lo Mercantil con jurisdicción en toda la provincia y sede 
en su capital. 
2. En aquellas provincias donde, por razón de la carga de trabajo, no se constituya una 
Sección de lo Mercantil el conocimiento de los asuntos referidos en este artículo 
corresponderá a uno de los jueces o a una de las juezas de la Sección Civil, o Civil y de 
Instrucción que constituya una Sección Única en el Tribunal de Instancia de la capital de 
provincia. 
3. Por excepción a lo establecido en los apartados anteriores, cuando una provincia tenga 
una población inferior a los 500.000 habitantes, el Gobierno por Real Decreto, a 
propuesta del Consejo General del Poder Judicial con informe favorable previo de la 
comunidad autónoma con competencias en materia de Justicia o a propuesta de esta 
comunidad oído el Consejo General del Poder Judicial, podrá extender a esa provincia la 



jurisdicción de la Sección de lo Mercantil de otra provincia limítrofe perteneciente a la 
misma comunidad autónoma. 
4. Cuando un partido judicial cuente con más de 250.000 habitantes y, perteneciendo a 
la misma provincia, no sea limítrofe con el de su capital, el Gobierno, a propuesta del 
Consejo General del Poder Judicial y con informe favorable previo de la comunidad 
autónoma con competencias en materia de Justicia o a propuesta de la comunidad 
autónoma con competencias en materia de Justicia y oído el Consejo General del Poder 
Judicial, podrá crear una Sección de lo Mercantil en el Tribunal de Instancia de aquel 
partido judicial con jurisdicción en él y en aquellos otros partidos judiciales limítrofes que 
se considere oportuno. 
5. En aquellas capitales de provincia en las que exista más de un juez, jueza, magistrado o 
magistrada en la Sección de lo Mercantil y menos de cinco, las solicitudes de declaración 
de concurso de acreedores de persona natural se repartirán a uno solo de ellos. Si el 
número de jueces, juezas, magistrados y magistradas de dicha Sección fuera más de 
cinco, esas solicitudes se repartirán a dos o más igualmente determinados, con exclusión 
de los demás. 
6. Las Secciones de lo Mercantil conocerán de las siguientes materias: 
a) De cuantas cuestiones sean de la competencia del orden jurisdiccional civil en materia 
de propiedad intelectual e industrial; competencia desleal y publicidad; sociedades 
mercantiles, sociedades cooperativas, agrupaciones de interés económico; transporte 
terrestre, nacional o internacional; derecho marítimo y derecho aéreo.  
Por excepción a lo establecido en el párrafo anterior, las Secciones de lo Mercantil no 
serán competentes para conocer de las pretensiones basadas exclusivamente en el 
Reglamento (CE) n.º 261/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de febrero 
de 2004, por el que se establecen normas comunes sobre compensación y asistencia a 
los pasajeros aéreos en caso de denegación de embarque y de cancelación o gran retraso 
de los vuelos, y se deroga el Reglamento (CEE) n.°295/91; en el Reglamento (UE) 
2021/782 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2021, sobre los 
derechos y las obligaciones de los viajeros de ferrocarril; en el Reglamento (UE) n.º 
181/2011 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de febrero de 2011, sobre los 
derechos de los viajeros de autobús y autocar y por el que se modifica el Reglamento 
(CE) n.º 2006/2004; y en el Reglamento (UE) n.º 1177/2010 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 24 de noviembre de 2010, sobre los derechos de los pasajeros que viajan por 
mar y por vías navegables y por el que se modifica el Reglamento (CE) n.º 2006/2004. 
b) De las acciones relativas a la aplicación de los artículos 101 y 102 del Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea y de los artículos 1 y 2 de la Ley 15/2007, de 3 de 
julio, de Defensa de la Competencia, así como de las pretensiones de resarcimiento del 
perjuicio ocasionado por la infracción del Derecho de la competencia.  
c) De los recursos directos contra las calificaciones negativas de los registradores y las 
registradoras mercantiles o, en su caso, contra las resoluciones expresas o presuntas de 
la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública relativas a esas calificaciones. 
7. Las Secciones de lo Mercantil conocerán, además, de cuantas cuestiones sean de la 
competencia del orden jurisdiccional civil en materia de concurso de acreedores o 
acreedoras, cualquiera que sea la condición civil o mercantil de la persona deudora, de 
los planes de reestructuración y del procedimiento especial para microempresas, en los 
términos establecidos por el texto refundido de la Ley Concursal, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 1/2020, de 5 de mayo. En relación con la jurisdicción del juez o de la 
jueza del concurso: 
a) En todo caso será exclusiva y excluyente en las siguientes materias: 
1.ª Las acciones civiles con trascendencia patrimonial que se dirijan contra la persona 
concursada, con excepción de las que se ejerciten en los procesos civiles sobre 
capacidad, filiación, matrimonio y menores. 
2.ª Las ejecuciones relativas a créditos concursales o contra la masa sobre los bienes y 
derechos de la persona concursada integrados o que se integren en la masa activa, 
cualquiera que sea el tribunal o la autoridad administrativa que la hubiera ordenado, sin 
más excepciones que las previstas en la legislación concursal. 
3.ª La determinación del carácter necesario de un bien o derecho para la continuidad de 
la actividad profesional o empresarial de la persona deudora. 
4.ª La declaración de la existencia de sucesión de empresa a efectos laborales y de 
seguridad social en los casos de transmisión de unidad o de unidades productivas y la 
determinación de los límites de esa declaración conforme a lo dispuesto en la 
legislación laboral y de seguridad social. 



5.ª Las medidas cautelares que afecten o pudieran afectar a los bienes y derechos de la 
persona concursada integrados o que se integren en la masa activa, cualquiera que sea el 
tribunal o la autoridad administrativa que la hubiera acordado, excepto las que se 
adopten en los procesos civiles sobre provisión de medidas de apoyo y otros relativos a 
personas con discapacidad, filiación, matrimonio y menores. 
6.ª Las demás materias establecidas en la legislación concursal. 
b) Cuando el deudor o la deudora sea persona natural, la jurisdicción del juez o de la 
jueza del concurso será también exclusiva y excluyente en las siguientes materias: 
1.ª Las que en el procedimiento concursal debe adoptar en relación con la asistencia 
jurídica gratuita. 
2.ª La disolución y liquidación de la sociedad o comunidad conyugal de la persona 
concursada. 
c) Cuando el deudor sea persona jurídica, la jurisdicción del juez o de la jueza del 
concurso será exclusiva y excluyente en las siguientes materias: 
1.ª Las acciones de reclamación de deudas sociales que se ejerciten contra los socios de 
la sociedad concursada que sean subsidiariamente responsables del pago de esas 
deudas, cualquiera que sea la fecha en que se hubieran contraído, y las acciones para 
exigir a los socios de la sociedad concursada el desembolso de las aportaciones sociales 
diferidas o el cumplimiento de las prestaciones accesorias. 
2.ª Las acciones de responsabilidad civil contra los administradores, administradoras, 
liquidadores o liquidadoras, de derecho o de hecho; contra la persona natural designada 
para el ejercicio permanente de las funciones propias del cargo de administrador 
persona jurídica; y contra las personas, cualquiera que sea su denominación, que tengan 
atribuidas facultades de la más alta dirección de la sociedad cuando no exista delegación 
permanente de facultades del consejo de administración en uno o varios consejeros 
delegados o en una comisión ejecutiva, por los daños y perjuicios causados, antes o 
después de la declaración judicial de concurso, a la persona jurídica concursada. En todo 
caso, quedará excluida de esta jurisdicción la revisión de las acciones de responsabilidad 
que ejerzan las Administraciones Públicas en el ejercicio de su autotutela. 
3.ª Las acciones de responsabilidad contra los auditores y auditoras por los daños y 
perjuicios causados, antes o después de la declaración judicial de concurso, a la persona 
jurídica concursada. 
d) La jurisdicción del juez o jueza del concurso es exclusiva y excluyente para conocer 
de las acciones sociales que tengan por objeto la modificación sustancial de las 
condiciones de trabajo, el traslado, el despido, la suspensión de contratos y la 
reducción de jornada por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción 
que, conforme a la legislación laboral y a lo establecido en la legislación concursal, 
tengan carácter colectivo, así como de las que versen sobre la suspensión o extinción 
de contratos de alta dirección. 
La suspensión de contratos y la reducción de jornada tendrán carácter colectivo cuando 
afecten al número de trabajadores establecido en la legislación laboral para la 
modificación sustancial de las condiciones de trabajo con este carácter. 
e) La jurisdicción del juez o jueza del concurso se extiende a todas las cuestiones 
prejudiciales civiles, sin más excepciones que las establecidas en la legislación 
concursal, las administrativas y las sociales directamente relacionadas con el concurso 
o cuya resolución sea necesaria para la adecuada tramitación del procedimiento 
concursal. La decisión sobre estas cuestiones no surtirá efecto fuera del concurso de 
acreedores en que se produzca. 
8. Las Secciones de lo Mercantil serán competentes para el reconocimiento y ejecución 
de sentencias y demás resoluciones judiciales extranjeras cuando estas versen sobre 
cualquiera de las materias a que se refiere este artículo, salvo que, según los tratados y 
otras normas internacionales, el conocimiento de esa materia corresponda a otro órgano 
judicial. 
9. Las Secciones de lo Mercantil tendrán competencia exclusiva para conocer en primera 
instancia, de acuerdo con la atribución de competencia objetiva, territorial y funcional 
establecida en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, delos recursos 
contra las resoluciones dictadas por la Sección Primera de la Comisión de Propiedad 
Intelectual para resolver las cuestiones litigiosas sobre el acuerdo previsto en el artículo 
129 bis.3 del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril. Dichos Juzgados podrán, en todo caso, 
pronunciarse sobre el fondo de la controversia, así como suspender cautelarmente la 
ejecución de la resolución dictada por la Sección Primera mientras se resuelve el 
procedimiento en sede judicial. 



10. Además de la competencia para conocer con jurisdicción en toda la provincia de las 
materias a que se refiere este artículo, la Sección de lo Mercantil del Tribunal de 
Instancia de Alicante tendrá competencia exclusiva para conocer en primera instancia 
con jurisdicción en todo el territorio nacional de aquellas acciones que se ejerciten al 
amparo de lo establecido en el Reglamento (UE) 2017/1001 del Parlamento y del 
Consejo, de 14 de junio de 2017, sobre la marca de la Unión Europea, y del Reglamento 
(CE) n.º 6/2002, del Consejo, de 12 de diciembre de 2001, sobre los dibujos y modelos 
comunitarios. 
A los solos efectos de la competencia específica a que se refiere el párrafo anterior, dicha 
Sección se denominará Tribunal de Marca de la Unión Europea y tendrá también 
competencia exclusiva para conocer de aquellas demandas civiles en las que se ejerciten 
acumuladas acciones relativas a marcas de la Unión y a marcas nacionales o 
internacionales idénticas o similares; y de aquellas en las que existiera cualquier otra 
conexión entre las acciones ejercitadas si al menos una de ellas estuviera basada en un 
registro o solicitud de marca de la Unión 

Artículo 94: 
MODIFICACIÓN 
ÍNTEGRA DEL 
ANTERIOR 
ARTÍCULO 92 Y 93 

Artículo 92 
1. En cada provincia, con jurisdicción en 
toda ella y sede en su capital, habrá uno o 
más Juzgados de lo Social, también podrán 
establecerse en poblaciones distintas de la 
capital de provincia cuando las 
necesidades del servicio o la proximidad a 
determinados núcleos de trabajo lo 
aconsejen, delimitándose, en tal caso, el 
ámbito de su jurisdicción. 
2. Los Juzgados de lo Social podrán 
excepcionalmente extender su jurisdicción 
a dos o más provincias dentro de la misma 
Comunidad Autónoma. 
Artículo 93. 
Los Juzgados de lo Social conocerán, en 
primera o única instancia, de los procesos 
sobre materias propias de este orden 
jurisdiccional que no estén atribuidos a 
otros órganos del mismo 

1. Con carácter general, en el Tribunal de 
Instancia con sede en la capital de cada 
provincia y con jurisdicción en toda ella 
existirá una Sección de lo Social. 
2. Podrán establecerse Secciones de lo 
Social en Tribunales de Instancia que 
tengan su sede en poblaciones distintas de 
la capital de provincia, delimitándose en 
cada caso el ámbito territorial de su 
jurisdicción. 
Asimismo, las Secciones de lo Social 
podrán excepcionalmente extender su 
jurisdicción a dos o más provincias dentro 
de la misma comunidad autónoma. 
 
3. Las Secciones de lo Social conocerán, en 
primera o única instancia, de los procesos 
sobre materias propias de este orden 
jurisdiccional que no estén atribuidos a 
otros órganos del mismo 

Artículo 96: 
MODIFICACIÓN DEL 
ANTERIOR 
ARTÍCULO 98 

1. El Consejo General del Poder Judicial, 
previo informe de la Sala de Gobierno del 
Tribunal Superior de Justicia o previo 
informe bien del Ministerio de Justicia en 
las Comunidades donde el Estado tenga 
competencia en materia de Justicia o bien 
de la Comunidad Autónoma con 
competencias en materia de Justicia, 
podrá acordar que, en aquellas 
circunscripciones donde exista más de un 
juzgado de la misma clase, uno o varios de 
ellos asuman con carácter exclusivo el 
conocimiento de determinadas clases de 
asuntos, o de las ejecuciones propias del 
orden jurisdiccional de que se trate, sin 
perjuicio de las labores de apoyo que 
puedan prestar los servicios comunes que 
al efecto se constituyan. 
2. El Consejo General del Poder Judicial, 
oída la Sala de Gobierno del Tribunal 
Superior de Justicia, podrá acordar que en 
aquellas provincias en que existan más de 
cinco Juzgados de lo Mercantil, uno o 
varios de ellos asuman con carácter 
exclusivo el conocimiento de 
determinados asuntos de entre los que 
sean competencia de estos Juzgados. 
 

1. El Consejo General del Poder Judicial 
podrá acordar, previo informe de las Salas 
de Gobierno y de las Administraciones con 
competencias en materia de Justicia, que 
en aquellas circunscripciones donde exista 
más de una plaza judicial de la misma 
Sección, una o varias de las personas 
destinadas en ellas asuman con carácter 
exclusivo el conocimiento de determinadas 
clases de asuntos o de las ejecuciones 
propias del orden jurisdiccional de que se 
trate, sin perjuicio de las labores de apoyo 
que puedan prestar los servicios comunes 
que al efecto se constituyan. 
 
 
 
2. El Consejo General del Poder Judicial, 
oída la Sala de Gobierno del Tribunal 
Superior de Justicia y con informe 
favorable de las Administraciones con 
competencias en materia de Justicia en 
cada territorio, podrá acordar que en 
aquellas provincias en que existan más de 
cinco plazas judiciales en las Secciones de 
lo Mercantil de los Tribunales de Instancia 
existentes, uno o varios de los jueces, 
juezas, magistrados o magistradas 



 
 
 
 
3. El Consejo General del Poder Judicial, 
con informe favorable del Ministerio de 
Justicia o, en su caso, de la Comunidad 
Autónoma con competencias en materia 
de Justicia, oída la Sala de Gobierno del 
Tribunal Superior de Justicia, podrá 
acordar que uno o varios Juzgados de 
Primera Instancia de la misma provincia y 
del mismo orden jurisdiccional, estén o no 
en el mismo partido judicial y, si no lo 
estuvieran, previa delimitación del ámbito 
de competencia territorial, asuman por 
tiempo determinado el conocimiento de 
determinadas materias o clases de asuntos 
y, en su caso, de las ejecuciones que de los 
mismos dimanen, sin perjuicio de las 
labores de apoyo que puedan prestar los 
servicios comunes constituidos o que al 
efecto se constituyan. 
 
 
En estos casos, el órgano u órganos 
especializados asumirán la competencia 
para conocer de todos aquellos asuntos 
que sean objeto de tal especialización, aun 
cuando su conocimiento inicial estuviese 
atribuido a órganos radicados en distinto 
partido judicial. No podrá adoptarse este 
acuerdo para atribuir a los órganos así 
especializados asuntos que por disposición 
legal estuviesen atribuidos a otros de 
diferente clase. Tampoco podrán ser 
objeto de especialización por esta vía los 
Juzgados de Instrucción, sin perjuicio de 
cualesquiera otras medidas de exención de 
reparto o de refuerzo que fuese necesario 
adoptar por necesidades del servicio. 
 
 
 
 
4. Los acuerdos del Consejo General del 
Poder Judicial a que se refieren los 
apartados anteriores se publicarán en el 
«Boletín Oficial del Estado» y producirán 
efectos desde el inicio del año siguiente a 
aquel en que se adopten, salvo que, por 
razones de urgencia, razonadamente se 
establezca otro momento anterior. 
5. Los juzgados afectados continuarán 
conociendo hasta su conclusión de todos 
los procesos que estuvieran pendientes 
ante los mismos 

destinados en ellos asuman con carácter 
exclusivo el conocimiento de determinadas 
clases de asuntos de entre los que sean 
competencia de estas Secciones. 
3. El Consejo General del Poder Judicial, 
con informe favorable del Ministerio de 
Justicia y, en su caso, de la comunidad 
autónoma con competencias en materia 
de Justicia, oída la Sala de Gobierno del 
Tribunal Superior de Justicia, podrá 
acordar la especialización de una o varias 
plazas judiciales de Tribunales de Instancia 
de la misma provincia y del mismo orden 
jurisdiccional, estén o no en el mismo 
partido judicial y, si no lo estuvieran, 
previa delimitación del ámbito de 
competencia territorial, asumiendo por 
tiempo determinado las personas 
destinadas en ellas el conocimiento de 
determinadas materias o clases de asuntos 
y, en su caso, de las ejecuciones que de los 
mismos dimanen, sin perjuicio de las 
labores de apoyo que puedan prestar los 
servicios comunes constituidos o que al 
efecto se constituyan. 
En estos casos, los jueces, las juezas, los 
magistrados y las magistradas que ocupen 
la plaza o plazas objeto del acuerdo de 
especialización asumirán la competencia 
para conocer de todos aquellos asuntos 
asignados, aun cuando su conocimiento 
inicial estuviese atribuido a Secciones 
radicadas en distinto partido judicial. No 
podrá adoptarse este acuerdo para atribuir 
a los jueces, las juezas, los magistrados y 
las magistradas así especializados asuntos 
que por disposición legal estuviesen 
atribuidos a otros u otras de diferente 
clase. Tampoco podrán ser objeto de 
especialización por esta vía las plazas 
judiciales de las Secciones de Instrucción, 
sin perjuicio de cualesquiera otras medidas 
de exención de reparto o de refuerzo que 
fuese necesario adoptar por necesidades 
del servicio. 
4. Los acuerdos del Consejo General del 
Poder Judicial a que se refieren los 
apartados anteriores se publicarán en el 
'Boletín Oficial del Estado' y producirán 
efectos desde el inicio del año siguiente a 
aquel en que se adopte, salvo que, por 
razones de urgencia, razonadamente se 
establezca otro momento anterior. 
5. Los jueces, las juezas, los magistrados y 
las magistradas afectados continuarán 
conociendo hasta su conclusión de todos 
los procesos que estuvieran pendientes 
ante los mismos 

Artículo 149: 
MODIFICACIÓN 
ÍNTEGRA 

1. Las Salas de Gobierno del Tribunal 
Supremo y de la Audiencia Nacional 
estarán constituidas por el Presidente de 
dichos órganos, que las presidirá, por los 
Presidentes de las Salas en ellos existentes 

1. Las Salas de Gobierno del Tribunal 
Supremo y de la Audiencia Nacional 
estarán constituidas por el Presidente o la 
Presidenta de dichos órganos, que las 
presidirá, por los Presidentes o las 



y por un número de magistrados igual al 
de éstos. 
 
2. Las Salas de Gobierno de los Tribunales 
Superiores de Justicia estarán constituidas 
por el Presidente de éstos, que las 
presidirá, por los Presidentes de las Salas 
en ellos existentes, por los Presidentes de 
las Audiencias Provinciales de la 
comunidad autónoma, y por un número 
igual de magistrados o jueces, elegidos por 
todos los miembros de la Carrera Judicial 
destinados en ella. Uno, al menos, de los 
componentes de la Sala será de la 
categoría de juez, salvo que no hubiera 
candidatos de dicha categoría. 
 
 
Además de éstos se integrarán también, 
con la consideración de miembros electos 
a todos los efectos, los decanos que de 
conformidad con lo establecido en el 
artículo 166.3 hayan sido liberados 
totalmente del trabajo que les 
corresponda realizar en el orden 
jurisdiccional respectivo. 
 
 
3. Las Salas de Gobierno de los Tribunales 
Superiores de Justicia, cuando el número 
de miembros exceda de 10, se constituirán 
en Pleno o en Comisión. 
La Comisión estará integrada por seis 
miembros, tres natos y tres electos. La 
designación de sus componentes 
corresponderá al Pleno, y de producirse 
vacantes, la de sus sustitutos. No obstante, 
formará parte de la misma el Decano 
liberado totalmente de tareas 
jurisdiccionales, o uno de ellos de existir 
varios. 
La Comisión se renovará anualmente en la 
misma proporción y la presidirá el 
Presidente del Tribunal Superior de 
Justicia. 
4. El Secretario de Gobierno del Tribunal 
Supremo, de la Audiencia Nacional y de los 
respectivos Tribunales Superiores de 
Justicia ejercerá las funciones de 
Secretario de la Sala de Gobierno, sin 
perjuicio de todas aquéllas que 
expresamente esta ley le atribuya 

Presidentas de las Salas en ellos existentes 
y por un número de magistrados o 
magistradas igual al de éstos o éstas. 
2. Las Salas de Gobierno de los Tribunales 
Superiores de Justicia estarán constituidas 
por el Presidente o la Presidenta de éstos, 
que las presidirá, por los Presidentes o las 
Presidentas de las Salas en ellos existentes, 
por los Presidentes o las Presidentas de las 
Audiencias Provinciales de la comunidad 
autónoma, y por un número igual de 
jueces, juezas, magistrados o magistradas, 
elegidos por todos los miembros de la 
Carrera Judicial destinados en ella. Uno o 
una, al menos, de los componentes de la 
Sala será de la categoría de juez o jueza, 
salvo que no hubiera candidatos o 
candidatas de dicha categoría. 
Además de éstos o éstas se integrarán 
también, con la consideración de 
miembros electos a todos los efectos, las 
personas que ostenten la Presidencia de 
Tribunales de Instancia que de 
conformidad con lo establecido en el 
artículo 166.2 hayan sido liberadas 
totalmente del trabajo que les 
corresponda realizar en el orden 
jurisdiccional respectivo. 
3. Las Salas de Gobierno de los Tribunales 
Superiores de Justicia, cuando el número 
de miembros exceda de diez, se 
constituirán en Pleno o en Comisión. 
La Comisión estará integrada por seis 
miembros, tres natos y tres electos. La 
designación de sus componentes 
corresponderá al Pleno, y de producirse 
vacantes, la de sus sustitutos. No obstante, 
formará parte de la misma la persona que 
ostente la Presidencia del Tribunal de 
Instancia liberada totalmente de tareas 
jurisdiccionales, o una de ellas de existir 
varias. La Comisión se renovará 
anualmente en la misma proporción y la 
presidirá quien ejerza la Presidencia del 
Tribunal Superior de Justicia. 
4. El Secretario o la Secretaria de Gobierno 
del Tribunal Supremo, de la Audiencia 
Nacional y de los respectivos Tribunales 
Superiores de Justicia ejercerá las 
funciones de Secretario o Secretaria de la 
Sala de Gobierno, sin perjuicio de todas 
aquellas que expresamente esta ley le 
atribuya 

Artículo 152: 
MODIFICACIÓN DEL 
APARTADO 2 

2. A las Salas de Gobierno de los Tribunales 
Superiores de Justicia, en Pleno o en 
Comisión, compete además: 
1.º Aprobar las normas de reparto de 
asuntos entre las Salas del Tribunal y entre 
las Secciones de las Audiencias 
Provinciales y Juzgados del mismo orden 
jurisdiccional, con sede en la comunidad 
autónoma correspondiente. 
 

2. A las Salas de Gobierno de los Tribunales 
Superiores de Justicia, en Pleno o en 
Comisión, compete, además: 
1.º Aprobar las normas de reparto de 
asuntos entre las Salas del Tribunal y entre 
las Secciones de las Audiencias 
Provinciales del mismo orden 
jurisdiccional, y las de jueces, juezas, 
magistrados y magistradas de la misma 
Sección de los Tribunales de Instancia, con 



 
 
Excepcionalmente, de forma motivada, y 
cuando las necesidades del servicio así lo 
exigieren, la Sala de Gobierno podrá 
ordenar que se libere del reparto de 
asuntos, total o parcialmente, por tiempo 
limitado, a una Sección o a un juez 
determinado. 
 
 
 
2.º Ejercer las facultades de los números 
quinto al decimocuarto del apartado 
anterior, pero referidas también a los 
órganos jurisdiccionales con sede en la 
comunidad autónoma correspondiente a 
los jueces y magistrados en ellos 
destinados. 
3.º Expedir los nombramientos de los 
Jueces de Paz. 
4.º Tomar conocimiento de los planes 
anuales de sustitución elaborados por las 
Juntas de Jueces, aprobarlos 
provisionalmente en los términos y, en su 
caso, con las correcciones que procedan y 
remitirlos al Consejo General del Poder 
Judicial para su aprobación definitiva. 
Además, velarán por su cumplimiento. 
5.º Resolver las cuestiones que pueda 
suscitar el funcionamiento de las secciones 
previstas en el artículo 437.2, sin perjuicio 
de la facultad de uniformización que por 
vía reglamentaria pueda ejercitar el 
Consejo General del Poder Judicial, así 
como del control de legalidad que 
corresponda efectuar a dicho órgano 

sede en la comunidad autónoma 
correspondiente. 
Excepcionalmente, de forma motivada y 
cuando las necesidades del servicio así lo 
exigieren, la Sala de Gobierno podrá 
ordenar que se libere del reparto de 
asuntos, total o parcialmente, por tiempo 
limitado, a una Sección o a un juez o jueza 
determinado. En el caso de los Tribunales 
de Instancia, la liberación se referirá 
exclusivamente a jueces o juezas y 
magistrados o magistradas determinados. 
2.º Ejercer las facultades de los números 
quinto al decimocuarto del apartado 
anterior, pero referidas también a los 
órganos jurisdiccionales con sede en la 
comunidad autónoma correspondiente a 
los jueces, juezas, magistrados y 
magistradas en ellos destinados. 
3.º Expedir los nombramientos de los 
jueces y las juezas de paz. 
4.º Tomar conocimiento de los planes 
anuales de sustitución elaborados por las 
Juntas de Jueces y Juezas, aprobarlos 
provisionalmente en los términos y, en su 
caso, con las correcciones que procedan y 
remitirlos al Consejo General del Poder 
Judicial para su aprobación definitiva. 
Además, velarán por su cumplimiento 

MODIFICACIÓN DE 
LA RÚBRICA DEL 
DEL CAPÍTULO II 
DEL TÍTULO III DEL 
LIBRO II 

De los Presidentes de los Tribunales y 
Audiencias 

De los Presidentes y las Presidentas del 
Tribunal Supremo, de los Tribunales 

Superiores de Justicia y de las Audiencias 

MODIFICACIÓN DE 
LA RÚBRICA DEL 
DEL CAPÍTULO III 
DEL TÍTULO III DEL 
LIBRO II 

De los Presidentes de las Salas y de los 
Jueces 

De los Presidentes y las Presidentas de las 
Salas y de los jueces, juezas, magistrados y 

magistradas 

Artículo 165: 
MODIFICACIÓN 
ÍNTEGRA 

Los Presidentes de las Salas de Justicia y 
los jueces tendrán en sus respectivos 
órganos jurisdiccionales la dirección e 
inspección de todos los asuntos, 
adoptarán, en su ámbito competencial, las 
resoluciones que la buena marcha de la 
Administración de Justicia aconseje, darán 
cuenta a los Presidentes de los respectivos 
Tribunales y Audiencias de las anomalías o 
faltas que observen y ejercerán las 
funciones disciplinarias que les reconozcan 
las leyes procesales sobre los profesionales 
que se relacionen con el tribunal. 
Con respecto al personal adscrito al 
servicio de la sala o juzgado 

1.  Los Presidentes y las Presidentas de 
las Salas de Justicia tendrán, en sus 
respectivos órganos jurisdiccionales, la 
dirección e inspección de todos los asuntos 
y adoptarán, en su ámbito competencial, 
las resoluciones que la buena marcha de la 
Administración de Justicia aconseje. Las 
mismas facultades tendrán los jueces, 
juezas, magistrados y magistradas 
integrados en los Tribunales de Instancia 
respecto de los asuntos que les 
correspondan por reparto, sin perjuicio de 
las que correspondan a la Presidencia del 
Tribunal. 
En todo caso, los Presidentes y las 
Presidentas de Sala, jueces, juezas, 



correspondiente se estará a lo previsto en 
su respectivo régimen disciplinario. 

magistrados y magistradas darán cuenta a 
los Presidentes o a las Presidentas de los 
respectivos Tribunales y Audiencias de las 
anomalías o faltas que observen y 
ejercerán las funciones disciplinarias que 
les reconozcan las leyes procesales sobre 
los profesionales que se relacionen con el 
tribunal. 
2. Con respecto al personal al servicio de 
la Administración de Justicia se estará a lo 
previsto en su respectivo régimen 
disciplinario 

Artículo 166: 
MODIFICACIÓN 
ÍNTEGRA 

1. En las poblaciones donde haya diez o 
más Juzgados, sus titulares elegirán por 
mayoría de tres quintos a uno de ellos 
como Decano. De no obtenerse dicha 
mayoría en la primera votación, bastará la 
mayoría simple en la segunda, 
resolviéndose los empates en favor del 
que ocupe el mejor puesto en el escalafón. 
La elección deberá renovarse cada cuatro 
años o cuando el elegido cesare por 
cualquier causa. 
2. Donde haya menos de diez Juzgados, 
ejercerá las funciones de Decano el Juez o 
Magistrado con mejor puesto en el 
escalafón. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
3. Excepcionalmente, y cuando las 
circunstancias del decanato lo justifiquen, 
el Consejo General del Poder Judicial, oída 
la Junta de Jueces, podrá liberar a su titular 
total o parcialmente del trabajo que le 
corresponda realizar en el orden 
jurisdiccional respectivo 

1. Quienes ostenten la Presidencia de 
los Tribunales de Instancia serán 
nombrados por el Consejo General del 
Poder Judicial, por un período de cuatro 
años conforme a la propuesta motivada de 
la Sala de Gobierno del Tribunal Superior 
de Justicia correspondiente, renovándose 
transcurrido este período o cuando el 
elegido cesare por cualquier causa. 
La Sala de Gobierno propondrá el 
nombramiento de la persona que se 
determine conforme a las siguientes 
reglas: 
Quienes integren el Tribunal de Instancia 
elegirán por mayoría de tres quintos a uno 
o una de ellos para su propuesta. De no 
obtenerse dicha mayoría en la primera 
votación, bastará la mayoría simple en la 
segunda, resolviéndose los empates a 
favor de quien ocupe el mejor puesto en el 
escalafón. En caso de que no hubiera 
candidato o candidata, se propondrá al 
juez, jueza, magistrado o magistrada que 
ocupare el mejor puesto en el escalafón. 
2. Excepcionalmente, y cuando las 
circunstancias lo justifiquen, el Consejo 
General del Poder Judicial, oídas la Junta 
de Jueces y Juezas y la Sala de Gobierno, 
podrá liberar a quien ostente la 
Presidencia total o parcialmente del 
trabajo que le corresponda realizar en su 
orden jurisdiccional. 
3. Cuando concurran las circunstancias 
previstas en el artículo 84.3, el 
nombramiento de quien deba ostentar la 
Presidencia de Sección se realizará por la 
Presidencia del Tribunal de Instancia y 
recaerá en la persona determinada 
conforme a las reglas previstas en el 
apartado 1 de este artículo. 
4. Los magistrados y las magistradas del 
Tribunal Central de Instancia elegirán por 
mayoría de tres quintos a quien, de entre 
ellos y ellas, deba ejercer la Presidencia. 
De no obtenerse dicha mayoría en la 
primera votación, bastará la mayoría 
simple en la segunda, resolviéndose los 
empates a favor de quien ocupe mejor 
puesto en el escalafón. En caso de que no 
hubiese candidato o candidata, se 
propondrá a quien ocupare el mejor 



puesto en el escalafón. El cargo deberá 
renovarse cada cuatro años o cuando la 
persona elegida cesare por cualquier otra 
causa. 
5. La misma regla descrita en el apartado 
3 regirá en relación con la Presidencia de 
las Secciones existentes en el Tribunal 
Central de Instancia 

Artículo 167: 
MODIFICACIÓN 
ÍNTEGRA 

1. Donde hubiere dos o más Juzgados del 
mismo orden jurisdiccional, los asuntos se 
distribuirán entre ellos conforme a normas 
de reparto prefijadas. Las normas de 
reparto se aprobarán por la Sala de 
Gobierno del Tribunal Superior de Justicia, 
a propuesta de la Junta de Jueces del 
respectivo orden jurisdiccional. A solicitud 
del interesado, la Junta de Jueces podrá 
proponer que se libere, total o 
parcialmente, a un Juez del reparto de 
asuntos, por tiempo limitado, cuando la 
buena administración de justicia lo haga 
necesario. El acuerdo se trasladará a la 
Sala de Gobierno para que ésta, si lo 
entiende pertinente, proceda a su 
aprobación. Las modificaciones que se 
adopten en las normas de reparto no 
podrán afectar a los procedimientos en 
trámite. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
2. La Sala de Gobierno podrá acordar las 
modificaciones precisas en las normas de 
reparto de los Juzgados de lo Mercantil, de 
lo Penal, de Menores, de Vigilancia 
Penitenciaria, de lo Contencioso-
administrativo o de lo Social, para 
equilibrar la distribución de asuntos que 
por materia les corresponde a cada uno de 
ellos según su clase, aun cuando alguno 
tuviese atribuido, por disposición legal o 
por acuerdo del Pleno del propio Consejo 
General del Poder Judicial, el despacho de 
asuntos de su competencia a una 
circunscripción de ámbito inferior a la 
provincia. 
 
 
 
 
 
 
 

1. En los Tribunales de Instancia los 
asuntos se distribuirán entre los jueces y 
las juezas, por razón de las plazas en que 
se integren conforme a normas de reparto 
predeterminadas y públicas. Las normas de 
reparto se aprobarán por la Sala de 
Gobierno del Tribunal Superior de Justicia, 
a propuesta de la Junta de Jueces y Juezas 
de la respectiva Sección del Tribunal de 
Instancia. En el caso del Tribunal Central 
de Instancia, las normas de reparto se 
aprobarán por la Sala de Gobierno de la 
Audiencia Nacional, a propuesta de la 
Junta de Jueces y Juezas de la respectiva 
Sección. 
2. A solicitud del interesado, la Junta de 
Jueces y Juezas de la Sección respectiva 
podrá proponer que se libere, total o 
parcialmente, a un juez, jueza, magistrado 
o magistrada del reparto de asuntos, por 
tiempo limitado, cuando la buena 
administración de justicia lo haga 
necesario. El acuerdo se trasladará por la 
Presidencia del Tribunal de Instancia a la 
Sala de Gobierno para que esta, si lo 
entiende pertinente, proceda a su 
aprobación y publicación. En el caso del 
Tribunal Central de Instancia, la propuesta 
de liberación deberá hacerse por la Junta 
de Jueces y Juezas de la respectiva Sección. 
Las modificaciones que se adopten en las 
normas de reparto no podrán afectar a los 
procedimientos en trámite. 
3. La Sala de Gobierno podrá acordar las 
modificaciones precisas en las normas de 
reparto de jueces, juezas, magistrados y 
magistradas de las Secciones de lo 
Mercantil, de lo Penal, de Menores, de 
Vigilancia Penitenciaria, de lo Contencioso-
administrativo o de lo Social de los 
Tribunales de Instancia, para equilibrar la 
distribución de asuntos que por materia 
les corresponde a cada uno de ellos según 
su clase, aun cuando alguno tuviese 
atribuido, por disposición legal o por 
acuerdo del Pleno del propio Consejo 
General del Poder Judicial, el despacho de 
asuntos de su competencia a una 
circunscripción de ámbito inferior a la 
provincia. 
4. La Presidencia del Tribunal de Instancia, 
valoradas las circunstancias concurrentes, 
podrá proponer el nombramiento de los 
jueces, las juezas, los magistrados y las 
magistradas a que se refiere el apartado 6 



 
 
 
 
 
3. El reparto se realizará por el Letrado de 
la Administración de Justicia bajo la 
supervisión del Juez Decano, al cual 
corresponderá resolver con carácter 
gubernativo interno las cuestiones que se 
planteen y corregir las irregularidades que 
puedan producirse, adoptando las medidas 
necesarias y promoviendo, en su caso, la 
exigencia de las responsabilidades que 
procedan 

del artículo 84. El acuerdo se trasladará a 
la Sala de Gobierno para que esta, si lo 
estima pertinente, lo remita al Consejo 
General del Poder Judicial para su 
aprobación. 
5. El reparto se realizará por el letrado o la 
letrada de la Administración de Justicia 
bajo la supervisión de la Presidencia del 
Tribunal de Instancia y le corresponderá a 
esta resolver con carácter gubernativo 
interno las cuestiones que se planteen y 
corregir las irregularidades que puedan 
producirse, adoptando las medidas 
necesarias y promoviendo, en su caso, la 
exigencia de las responsabilidades que 
procedan. En el caso del Tribunal Central 
de Instancia, estas funciones 
corresponderán a su Presidencia 

Artículo 168: 
MODIFICACIÓN 
ÍNTEGRA 

1. Los Decanos velarán por la buena 
utilización de los locales judiciales y de los 
medios materiales; cuidarán de que el 
servicio de guardia se preste 
continuadamente; adoptarán las medidas 
urgentes en los asuntos no repartidos 
cuando, de no hacerlo, pudiera 
quebrantarse algún derecho o producirse 
algún perjuicio grave e irreparable; oirán 
las quejas que les hagan los interesados en 
causas o pleitos, adoptando las 
prevenciones necesarias, y ejercerán las 
restantes funciones que les atribuya la ley. 
 
 
 
2. En todo caso, corresponde a los Jueces 
Decanos: 
 
 
 
 
 
 
 
a) Resolver en única instancia los recursos 
gubernativos que quepa interponer contra 
las decisiones de los Letrados de la 
Administración de Justicia en materia de 
reparto. 
b) Poner en conocimiento de la Sala de 
Gobierno toda posible anomalía en el 
funcionamiento de servicios comunes 
procesales de su territorio. 
c) Resolver cuantos recursos les atribuyan 
las leyes procesales. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

1. Quienes ejerzan las Presidencias de los 
Tribunales de Instancia velarán por la 
buena utilización de los locales judiciales y 
de los medios materiales en tanto se 
refiera o afecte a la función jurisdiccional; 
cuidarán de que el servicio de guardia se 
preste continuadamente; adoptarán las 
medidas urgentes en los asuntos no 
repartidos cuando, de no hacerlo, pudiera 
quebrantarse algún derecho o producirse 
algún perjuicio grave e irreparable; oirán 
las quejas que les hagan las personas 
interesadas en causas o pleitos, adoptando 
las prevenciones necesarias, y ejercerán 
las restantes funciones que les atribuya la 
ley. 
2. En todo caso, corresponde a quienes 
ejerzan las Presidencias de los Tribunales 
de Instancia: 
a) Coordinar el funcionamiento del 
Tribunal adoptando las resoluciones 
precisas que, desde el punto de vista 
organizativo y en su ámbito competencial, 
sean necesarias para la buena marcha del 
mismo. 
b) Resolver en única instancia los recursos 
gubernativos que quepa interponer contra 
las decisiones de los letrados y las letradas 
de la Administración de Justicia en materia 
de reparto. 
c) Poner en conocimiento de la Sala de 
Gobierno toda posible anomalía en el 
funcionamiento de los servicios comunes 
procesales de su territorio. 
d) Resolver cuantos recursos les atribuyan 
las leyes procesales. 
e) Promover la unificación de criterios y 
prácticas entre los distintos jueces, juezas, 
magistrados o magistradas del Tribunal de 
Instancia. 
f) Asumir las funciones propias de la 
Presidencia de Sección en aquellas 
Secciones que cuenten con un número de 
jueces, juezas, magistrados o magistradas 
inferior a ocho. 



d) Velar por la correcta ejecución de las 
sustituciones y de los planes anuales de 
sustitución en los términos previstos en 
esta Ley, resolver con carácter gubernativo 
interno las cuestiones que se planteen y 
corregir las irregularidades que puedan 
producirse adoptando las medidas 
necesarias y promoviendo, en su caso, la 
exigencia de las responsabilidades que 
procedan 

g) Velar por la correcta ejecución de las 
sustituciones y de los planes anuales de 
sustitución en los términos previstos en 
esta ley, resolver con carácter gubernativo 
interno las cuestiones que se planteen y 
corregir las irregularidades que puedan 
producirse adoptando las medidas 
necesarias y promoviendo, en su caso, la 
exigencia de las responsabilidades que 
procedan. 
3. Corresponderá a quienes ejerzan las 
Presidencias de Sección de los Tribunales 
de Instancia: 
a) Coordinar, bajo la dirección de la 
Presidencia del Tribunal de Instancia, el 
funcionamiento de su Sección adoptando 
las resoluciones precisas para la buena 
marcha de la misma. 
b) Sustituir a quien ostente la Presidencia 
del Tribunal de Instancia en los supuestos 
de vacante, ausencia, enfermedad o por 
otra causa justificada. Cuando existieran 
varias Presidencias de Sección esta 
sustitución corresponderá a quien ocupe 
mejor puesto en el escalafón. 
c) Ejercer aquellas funciones que le 
delegue la Presidencia del Tribunal de 
Instancia con relación a su Sección. 
d) Convocar a la Junta de Sección a la que 
se refiere el artículo 170. 
e) Dar cuenta a la Presidencia del Tribunal 
de Instancia de la convocatoria de las 
Juntas de Sección y de los acuerdos 
adoptados en ellas. 
4. Las funciones descritas en los apartados 
anteriores, en cuanto sean de aplicación, 
corresponderán a la Presidencia del 
Tribunal Central de Instancia o en su caso, 
a las de la Sección del Tribunal Central de 
Instancia que corresponda, dentro del 
ámbito de su respectiva competencia 

Artículo 169: 
MODIFICACIÓN 
ÍNTEGRA 

El Decano ostentará ante los poderes 
públicos la representación de todos y 
presidirá la Junta de Jueces para tratar 
asuntos de interés común relativos a la 
actividad jurisdiccional de los titulares de 
todos o de alguno de los órganos 
judiciales. Esta Junta habrá de convocarse 
por el Decano siempre que lo solicitare la 
cuarta parte de los jueces de la población 

1. La Presidencia del Tribunal de 
Instancia ostentará ante los poderes 
públicos la representación del Tribunal y 
presidirá la Junta de Jueces y Juezas del 
Tribunal de Instancia para tratar asuntos 
de interés común relativos a la actividad 
jurisdiccional. Esta Junta se convocará por 
la Presidencia del Tribunal de Instancia 
siempre que lo estime necesario o cuando 
lo solicite la cuarta parte de los jueces, 
juezas, magistrados y magistradas que 
formen parte de dicho Tribunal. 
2. Las mismas funciones serán ejercidas 
por la Presidencia del Tribunal Central de 
Instancia dentro del ámbito de su 
competencia. La convocatoria de la Junta 
de Jueces y Juezas del Tribunal Central de 
Instancia se regirá por las normas previstas 
en el apartado anterior. 
3. También podrán reunirse los jueces, 
juezas, magistrados y magistradas de una 
misma provincia o comunidad autónoma, 



presididos por el más antiguo o la más 
antigua en el destino, para tratar aquellos 
problemas que les sean comunes. 
4. La Junta se considerará válidamente 
constituida para tomar acuerdos cuando 
asistan la mitad más uno de sus miembros, 
adoptándose los acuerdos por mayoría 
simple. 
5. La Junta elegirá como Secretario o 
Secretaria a uno o una de sus miembros, 
que será el encargado o la encargada de 
redactar las actas de los acuerdos de las 
Juntas, así como de conservarlas y de 
expedir las certificaciones de las mismas. 
6. Corresponde a la Junta de Jueces y 
Juezas del Tribunal de Instancia elaborar 
los planes anuales de sustitución entre 
jueces y juezas titulares a que se refiere el 
artículo 211 para su remisión a la Sala de 
Gobierno. 
7. Las normas previstas en este artículo 
se aplicarán a la Junta de Jueces y Juezas 
del Tribunal Central de Instancia, en 
cuanto resulte compatible con su régimen 
jurídico 

Artículo 170: 
MODIFICACIÓN 
ÍNTEGRA 

1. Los Jueces de cada orden jurisdiccional 
podrán reunirse en Junta, bajo la 
presidencia del Decano, para proponer las 
normas de reparto entre los mismos, 
unificar criterios y prácticas, y para tratar 
asuntos comunes o sobre los que 
estimaren conveniente elevar exposición a 
la Sala de Gobierno correspondiente o al 
Consejo General del Poder Judicial por 
conducto del Presidente del Tribunal 
Superior de Justicia o aquél les solicitare 
informe. 
 
 
 
 
 
2. El Decano convocará la Junta cuando lo 
estime necesario o cuando lo solicite, al 
menos, la cuarta parte de los miembros de 
derecho de la misma. 
3. También podrán reunirse los Jueces de 
una misma provincia o Comunidad 
Autónoma, presididos por el más antiguo 
en el destino, para tratar aquellos 
problemas que les sean comunes. 
4. La Junta se considerará válidamente 
constituida para tomar acuerdos cuando 
asistan la mitad más uno de sus miembros, 
adoptándose los acuerdos por mayoría 
simple. 
5. La Junta elegirá como Secretario a uno 
de sus miembros, que será el encargado de 
redactar las actas de los acuerdos de las 
Juntas, así como de conservarlas y de 
expedir las certificaciones de las mismas. 
6. Corresponde a la Junta de Jueces 
elaborar los planes anuales de sustitución 

1. Podrán reunirse en Junta de Sección 
del Tribunal de Instancia los jueces, juezas, 
magistrados y magistradas que 
pertenezcan a la misma Sección de un 
Tribunal de Instancia. 
Esta Junta, presidida por quien ejerza la 
Presidencia de la Sección respectiva, se 
reunirá para proponer las normas de 
reparto entre los jueces, juezas, 
magistrados y magistradas, unificar 
criterios y prácticas, y para tratar asuntos 
comunes o sobre los que estimaren 
conveniente elevar exposición a la Sala de 
Gobierno correspondiente o al Consejo 
General del Poder Judicial por conducto 
del Presidente del Tribunal Superior de 
Justicia o aquél les solicitare informe. 
2. La Presidencia de Sección del Tribunal 
de Instancia convocará la Junta prevista en 
el apartado anterior siempre que lo estime 
necesario, o cuando lo solicite, al menos, la 
cuarta parte de los miembros de derecho 
de la misma y, en todo caso, una vez al 
año, sin perjuicio de lo dispuesto en el 
apartado 4 del artículo 264. 
Cuando la Sección careciere de 
Presidencia, las funciones previstas en este 
artículo serán ejercidas por la Presidencia 
del Tribunal de Instancia. Ésta, además, 
podrá convocar en Junta a los jueces, 
juezas, magistrados y magistradas 
pertenecientes a diferentes Secciones de 
un mismo orden jurisdiccional en la forma 
y en los mismos supuestos que los 
previstos en los apartados anteriores. 
3. Los requisitos para la válida 
constitución de esta Junta, su régimen de 
organización y funcionamiento, así como 



entre jueces titulares a que se refiere el 
artículo 211 para su remisión a la Sala de 
Gobierno 

para la adopción de acuerdos, serán los 
mismos previstos en los apartados 4 y 5 
del artículo anterior 

Artículo 210: 
MODIFICACIÓN 
ÍNTEGRA 

1. Las sustituciones de jueces y 
magistrados en órganos judiciales 
unipersonales se regirán por las siguientes 
reglas y orden de prelación: 
a) Por su orden, quienes participen 
voluntariamente en los planes anuales de 
sustitución. 
En todo caso, los solicitantes de integrar 
dicha relación deberán justificar, en el 
momento de la solicitud, el estado de la 
agenda de señalamientos y pendencia de 
asuntos del órgano de que son titulares, 
así como el número y razón de las 
resoluciones pendientes de dictar que les 
corresponden. 
b) De existir compatibilidad en los 
señalamientos, será llamado el 
correspondiente sustituto ordinario o 
natural del sustituido, según lo propuesto 
por la Junta de Jueces y aprobado por la 
Sala de Gobierno respectiva. 
 
c) A continuación, serán llamados por el 
siguiente orden: los jueces de adscripción 
territorial a los que se refiere el artículo 
347 bis que se encontrasen disponibles, 
comenzando por el más antiguo en el 
escalafón; los jueces en expectativa de 
destino que regula el artículo 308.2 por 
idéntica prelación; y los jueces que estén 
desarrollando prácticas conforme al 
artículo 307.2 de esta Ley por el orden que 
al efecto haya establecido la Escuela 
Judicial. 
d) En cuarto lugar, se estará al régimen de 
sustituciones previsto en el artículo 
siguiente con respecto al resto de 
miembros de la carrera judicial del mismo 
partido judicial. 
e) En todo caso y sin sujeción al orden 
referido en los anteriores apartados de 
este número, podrá prorrogarse la 
jurisdicción de otro Juzgado, conforme a lo 
previsto en esta Ley. 
 
 
f) En último término y agotadas las 
anteriores posibilidades, se procederá al 
llamamiento de un sustituto no profesional 
de conformidad con lo previsto en el 
artículo 213 de esta Ley. 
2. Los planes anuales de sustitución a los 
que se refiere el número anterior 
consistirán en la elaboración de 
calendarios en los que se fijarán turnos 
rotatorios de sustitución y se coordinarán 
los señalamientos y las funciones de 
guardia, de forma que quede asegurada la 
disponibilidad de aquellos jueces y 
magistrados titulares que voluntariamente 

1. Las sustituciones de jueces, juezas, 
magistrados y magistradas en los 
Tribunales de Instancia se regirán por las 
siguientes reglas y orden de prelación: 
a) Por su orden, quienes participen 
voluntariamente en los planes anuales de 
sustitución.  
En todo caso, los o las solicitantes de 
integrar dicha relación deberán justificar, 
en el momento de la solicitud, el estado de 
la agenda de señalamientos, la pendencia 
de asuntos y el número y razón de las 
resoluciones pendientes de dictar que les 
corresponden. 
 
b) De existir compatibilidad en los 
señalamientos, será llamado o llamada el 
correspondiente sustituto o sustituta 
ordinario o natural del sustituido o de la 
sustituida, según lo propuesto por la Junta 
de Jueces y Juezas y aprobado por la Sala 
de Gobierno respectiva. 
c) A continuación, serán llamados por el 
siguiente orden: los jueces y juezas de 
adscripción territorial a quienes se refiere 
el artículo 347 bis que se encontrasen 
disponibles, comenzando por el más 
antiguo en el escalafón; los jueces y juezas 
en expectativa de destino que regula el 
artículo 308.2 por idéntica prelación; y los 
jueces y juezas que estén desarrollando 
prácticas conforme al artículo 307.2 por el 
orden que al efecto haya establecido la 
Escuela Judicial. 
d) En cuarto lugar, se estará al régimen de 
sustituciones previsto en el artículo 
siguiente con respecto al resto de 
miembros de la carrera judicial del mismo 
partido judicial. 
e) En todo caso y sin sujeción al orden 
referido en los anteriores apartados de 
este número, podrá prorrogarse la 
jurisdicción de un juez, jueza, magistrado o 
magistrada a distinta Sección o Tribunal de 
Instancia conforme a lo previsto en esta 
ley. 
f) En último término y agotadas las 
anteriores posibilidades, se procederá al 
llamamiento de un sustituto no profesional 
de conformidad con lo previsto en el 
artículo 213 de esta ley. 
2. Los planes anuales de sustitución a los 
que se refiere el apartado anterior 
consistirán en la elaboración de 
calendarios en los que se fijarán turnos 
rotatorios de sustitución y se coordinarán 
los señalamientos y las funciones de 
guardia, de forma que quede asegurada la 
disponibilidad de aquellos jueces, juezas, 
magistrados y magistradas titulares que 



participen en los mismos para cubrir de 
forma inmediata las ausencias que puedan 
producirse. La previsión de las 
sustituciones se hará, en todo caso, 
conforme a las preferencias que establece 
el artículo siguiente. 
3. Los planes anuales de sustitución se 
elaborarán a propuesta de las 
correspondientes Juntas de Jueces y serán 
remitidos a la respectiva Sala de Gobierno 
para su aprobación provisional, que se 
llevará a cabo, en su caso, previa audiencia 
de la Fiscalía correspondiente a fin de 
coordinar en lo posible los señalamientos 
que afecten a procedimientos en los que 
las Leyes prevean su intervención. 
Verificada tal aprobación provisional, se 
elevarán al Consejo General del Poder 
Judicial para su aprobación definitiva en 
los términos que procedan. 
 
4. Los Jueces Decanos, Presidentes de 
Audiencias Provinciales, Tribunales 
Superiores de Justicia y Audiencia Nacional 
velarán, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, por la exacta ejecución del 
régimen de sustituciones previsto en este 
precepto y, especialmente, de los planes 
anuales de sustitución. 
 
5. El Consejo General del Poder Judicial, de 
oficio o a instancia de cualquiera de los 
anteriores, procederá a adoptar las 
medidas correspondientes en caso de 
incumplimiento del régimen de 
sustituciones previsto en este precepto. 
También adoptará las medidas que sean 
precisas para corregir cualquier disfunción 
que pudiera acaecer en la ejecución de los 
planes anuales de sustitución 

voluntariamente participen en los mismos 
para cubrir de forma inmediata las 
ausencias que puedan producirse. La 
previsión de las sustituciones se hará, en 
todo caso, conforme a las preferencias que 
establece el artículo siguiente. 
3. Los planes anuales de sustitución se 
elaborarán a propuesta de las 
correspondientes Juntas de Jueces y Juezas 
y serán remitidos a la respectiva Sala de 
Gobierno para su aprobación provisional, 
que se llevará a cabo, en su caso, previa 
audiencia de la Fiscalía correspondiente a 
fin de coordinar en lo posible los 
señalamientos que afecten a 
procedimientos en los que las leyes 
prevean su intervención. Verificada tal 
aprobación provisional, se elevarán al 
Consejo General del Poder Judicial para su 
aprobación definitiva en los términos que 
procedan. 
4. Las Presidencias de los Tribunales de 
Instancia, de Audiencias Provinciales, 
Tribunales Superiores de Justicia y 
Audiencia Nacional velarán, en el ámbito 
de sus respectivas competencias, por la 
exacta ejecución del régimen de 
sustituciones previsto en este precepto y, 
especialmente, de los planes anuales de 
sustitución. 
5. El Consejo General del Poder Judicial, de 
oficio o a instancia de cualquiera de los 
anteriores, procederá a adoptar las 
medidas correspondientes en caso de 
incumplimiento del régimen de 
sustituciones previsto en este precepto. 
También adoptará las medidas que sean 
precisas para corregir cualquier disfunción 
que pudiera acaecer en la ejecución de los 
planes anuales de sustitución. 
6. Las mismas reglas previstas en este 
artículo para las sustituciones de jueces, 
juezas, magistrados y magistradas en los 
Tribunales de Instancia se extenderán 
también, en cuanto les fuere de aplicación, 
a las sustituciones entre jueces, juezas, 
magistrados y magistradas del Tribunal 
Central de Instancia, correspondiendo a su 
Presidencia la vigilancia en la observancia 
del régimen de sustitución y planes 
anuales de sustitución 

Artículo 211: 
MODIFICACIÓN 
ÍNTEGRA 

A los efectos de lo previsto en los 
apartados 1.b) y 1.d) del artículo anterior, 
se observarán las siguientes reglas: 
1.ª Los Jueces de Primera Instancia y de 
Instrucción, de lo Mercantil, de lo Penal, 
de Violencia sobre la Mujer, de lo 
Contencioso-Administrativo, de Menores y 
de lo Social se sustituirán entre sí en las 
poblaciones donde existan varios del 
mismo orden jurisdiccional en la forma 
que acuerde la Sala de Gobierno del 

A los efectos de lo previsto en los 
apartados 1.b) y 1.d) del artículo anterior, 
se observarán las siguientes reglas: 
1.ª Los jueces, juezas, magistrados y 
magistradas integrados en Secciones del 
mismo orden jurisdiccional se sustituirán 
entre sí en la forma que acuerde la Sala de 
Gobierno del Tribunal Superior de Justicia, 
a propuesta de la Junta de Jueces y Juezas 
del Tribunal de Instancia. 
 
 



Tribunal Superior de Justicia, a propuesta 
de la Junta de Jueces. 
Si fuere el Decano el que deba ser 
sustituido sus funciones se ejercerán por el 
Juez que le sustituya en el Juzgado de que 
aquél sea titular, conforme a lo dispuesto 
en el párrafo anterior, o, en su caso, por el 
más antiguo en el cargo. 
2.ª Cuando en una población no hubiere 
otro Juez de la misma clase la sustitución 
corresponderá a un Juez de clase distinta. 
 
3.ª También sustituirán los de distinto 
orden jurisdiccional, aun existiendo varios 
Jueces pertenecientes al mismo, cuando se 
agotaren las posibilidades de sustitución 
entre ellos. 
 
4.ª Corresponderá a los Jueces de Primera 
Instancia e Instrucción la sustitución de los 
Jueces de los demás órdenes 
jurisdiccionales y de los Jueces de 
Menores, cuando no haya posibilidad de 
que la sustitución se efectúe entre los del 
mismo orden. 
 
 
 
5.ª La sustitución de los Jueces de lo Penal 
corresponderá, en el caso del artículo 89, a 
los de Primera Instancia. En los demás 
casos, los Jueces de lo Penal e, igualmente, 
los de Primera Instancia e Instrucción 
serán sustituidos por los Jueces de lo 
Mercantil, de Menores, de lo Contencioso-
Administrativo y de lo Social, según el 
orden que establezca la Sala de Gobierno 
del Tribunal Superior de Justicia. 
 
 
 
 
 
6.ª Los Jueces de Violencia sobre la Mujer 
serán sustituidos por los Jueces de 
Instrucción o de Primera Instancia e 
Instrucción, según el orden que acuerde la 
Sala de Gobierno del Tribunal Superior de 
Justicia respectivo 

 
 
 
 
 
 
 
2.ª Cuando en una población no hubiere 
otro juez o jueza de la misma clase la 
sustitución corresponderá a un juez o 
jueza de clase distinta. 
3.ª También sustituirán los de distinto 
orden jurisdiccional, aun existiendo varios 
jueces y juezas o magistrados y 
magistradas pertenecientes al mismo, 
cuando se agotaren las posibilidades de 
sustitución entre ellos. 
4.ª Corresponderá a los jueces y juezas o 
magistrados y magistradas destinados en 
la Sección Civil y de Instrucción que 
constituya una Sección Única la sustitución 
de los jueces y juezas o magistrados y 
magistradas de los demás órdenes 
jurisdiccionales y de la Sección de 
Menores, cuando no haya posibilidad de 
que la sustitución se efectúe entre los del 
mismo orden. 
5.ª La sustitución de los jueces y juezas o 
magistrados y magistradas destinados en 
una Sección de lo Penal corresponderá, 
cuando no exista una Sección Única de 
Civil e Instrucción, a los de la Sección Civil. 
En los demás casos, los jueces y juezas o 
los magistrados y magistradas destinados 
en una Sección de miento Penal e 
igualmente los de la Sección Única serán 
sustituidos por los destinados en las 
Secciones de lo Mercantil, de Familia, 
Infancia y Capacidad, de Menores, de lo 
Contencioso-Administrativo y de lo Social, 
según el orden que establezca la Sala de 
Gobierno del Tribunal Superior de Justicia. 
6.ª Los jueces y juezas o los magistrados y 
magistradas con competencia en materia 
de violencia sobre la mujer, así como 
quienes la tuvieren en materia de violencia 
contra la infancia y la adolescencia serán 
sustituidos por los destinados en la Sección 
de Instrucción o en la Sección Única, según 
el orden que establezca la Sala de 
Gobierno del Tribunal Superior de Justicia 
respectivo 

Artículo 212: 
MODIFICACIÓN DEL 
APARTADO 1  

1. Cuando resultare aconsejable para un 
mejor despacho de los asuntos, atendida la 
escasa carga de trabajo de un juzgado de 
otra localidad del mismo grado y orden del 
que deba ser sustituido, el Presidente del 
Tribunal Superior de Justicia prorrogará, 
previa audiencia, la jurisdicción del titular 
de aquél, quien desempeñará ambos 
cargos con derecho a la retribución 
correspondiente dentro de las previsiones 

1. Cuando resultare aconsejable para un 
mejor despacho de los asuntos, atendida la 
escasa carga de trabajo de un juez, jueza, 
magistrado o magistrada del mismo orden 
del que deba ser sustituido o sustituida, el 
Presidente o la Presidenta del Tribunal 
Superior de Justicia prorrogará, previa 
audiencia, la jurisdicción de aquel o 
aquella, quien desempeñará ambos cargos 
con derecho a la retribución 
correspondiente dentro de las previsiones 



presupuestarias en los términos que se 
establezcan reglamentariamente. 
 
 
En todo caso, cualquier titular de un 
juzgado del mismo grado y orden del que 
deba ser sustituido podrá interesar del 
Presidente del Tribunal Superior de Justicia 
que se le prorrogue su jurisdicción a fin de 
desempeñar ambos cargos, con idéntico 
derecho a la retribución prevista en el 
párrafo anterior. 

presupuestarias en los términos que se 
establezcan reglamentariamente. 
En todo caso, cualquier juez, jueza, 
magistrado o magistrada del mismo orden 
del que deba ser sustituido podrá interesar 
del Presidente o la Presidenta del Tribunal 
Superior de Justicia que se le prorrogue su 
jurisdicción a fin de desempeñar ambos 
cargos, con idéntico derecho a la 
retribución prevista en el párrafo anterior 

Artículo 216 bis: 
MODIFICACIÓN DEL 
APARTADO 1  

1. Cuando el excepcional retraso o la 
acumulación de asuntos en un 
determinado juzgado o tribunal no puedan 
ser corregidos mediante el reforzamiento 
de la plantilla de la Oficina judicial o la 
exención temporal de reparto prevista en 
el artículo 167.1, el Consejo General del 
Poder Judicial podrá acordar excepcionales 
medidas de apoyo judicial consistentes en 
la adscripción de jueces y magistrados 
titulares de otros órganos judiciales 
mediante el otorgamiento de comisiones 
de servicio 

1. Cuando el excepcional retraso o la 
acumulación de asuntos en un 
determinado tribunal no puedan ser 
corregidos mediante el reforzamiento de 
la plantilla de la Oficina judicial o la 
exención temporal de reparto prevista en 
el artículo 167.2, el Consejo General del 
Poder Judicial podrá acordar excepcionales 
medidas de apoyo judicial consistentes en 
la adscripción de jueces y magistrados 
titulares de otros órganos judiciales 
mediante el otorgamiento de comisiones 
de servicio 

Artículo 224: 
MODIFICACIÓN DEL 
APARTADO 1 

1. Instruirán los incidentes de recusación: 
1.º Cuando el recusado sea el Presidente o 
un Magistrado del Tribunal Supremo, de la 
Audiencia Nacional o de un Tribunal 
Superior de Justicia, un magistrado de la 
Sala a la que pertenezca el recusado 
designado en virtud de un turno 
establecido por orden de antigüedad. 
 
 
2.º Cuando el recusado sea un Presidente 
de Audiencia Provincial, un Magistrado de 
la Sala de lo Civil y Penal del Tribunal 
Superior de Justicia correspondiente 
designado en virtud de un turno 
establecido por orden de antigüedad. 
3 
 
.º Cuando el recusado sea un Magistrado 
de una Audiencia, un Magistrado de esa 
misma Audiencia designado en virtud de 
un turno establecido por orden de 
antigüedad, siempre que no pertenezca a 
la misma Sección que el recusado. 
 
 
4.º Cuando se recusare a todos los 
magistrados de una Sala de Justicia, un 
magistrado de los que integren el tribunal 
correspondiente designado en virtud de un 
turno establecido por orden de 
antigüedad, siempre que no estuviere 
afectado por la recusación. 
 
5.º Cuando el recusado sea un juez o 
magistrado titular de órgano unipersonal, 
un magistrado del órgano colegiado que 
conozca de sus recursos, designado en 

1. Instruirán los incidentes de recusación: 
1.º Cuando el recusado o la recusada sea la 
persona que ostente la Presidencia o un 
magistrado o magistrada del Tribunal 
Supremo, de la Audiencia Nacional o de un 
Tribunal Superior de Justicia, un 
magistrado o magistrada de la Sala a la que 
pertenezca la persona recusada designado 
o designada en virtud de un turno 
establecido por orden de antigüedad. 
2.º Cuando el recusado o la recusada sea 
un Presidente o una Presidenta de 
Audiencia Provincial, un magistrado o una 
magistrada de la Sala de lo Civil y Penal del 
Tribunal Superior de Justicia 
correspondiente designado en virtud de un 
turno establecido por orden de 
antigüedad. 
3.º Cuando el recusado o la recusada sea 
un magistrado o una magistrada de una 
Audiencia, un magistrado o una 
magistrada de esa misma Audiencia 
designado o designada en virtud de un 
turno establecido por orden de 
antigüedad, siempre que no pertenezca a 
la misma Sección que la persona recusada. 
4.º Cuando se recusare a todos los 
magistrados y magistradas de una Sala de 
Justicia, un magistrado o magistrada de los 
que integren el tribunal correspondiente 
designado o designada en virtud de un 
turno establecido por orden de 
antigüedad, siempre que no estuviere 
afectado o afectada por la recusación. 
5.º Cuando el recusado o la recusada sea 
un juez, jueza, magistrado o magistrada 
destinado o destinada en un Tribunal de 
Instancia o en el Tribunal Central de 



virtud de un turno establecido por orden 
de antigüedad. 
 
 
 
 
6.º Cuando el recusado fuere un Juez de 
Paz, el Juez de Primera Instancia del 
partido correspondiente o, si hubiere 
varios Juzgados de Primera Instancia, el 
designado en virtud de un turno 
establecido por orden de antigüedad. 
La antigüedad se regirá por el orden de 
escalafón en la carrera judicial 

Instancia, un juez, jueza, magistrado o 
magistrada del órgano colegiado que 
conozca de sus recursos, designado o 
designada en virtud de un turno 
establecido por orden de antigüedad. 
6.º Cuando el recusado fuere un juez o 
jueza de paz, el juez de instancia del 
partido correspondiente o, si hubiere 
varios, el designado en virtud de un turno 
establecido por orden de antigüedad. 
 
La antigüedad se regirá por el orden de 
escalafón en la carrera judicial 

Artículo 227: 
MODIFICACIÓN DE 
LOS NUMERALES 8º 
Y 9º  

Decidirán los incidentes de recusación: 
(…) 
8.º Cuando el recusado sea un Juez de 
Primera Instancia, de Primera Instancia e 
Instrucción, de lo Mercantil, de 
Instrucción, de lo Penal, de Menores, de 
Vigilancia Penitenciaria, de lo Contencioso-
Administrativo o de lo Social, la Sección de 
la Audiencia Provincial o Sala del Tribunal 
Superior de Justicia o de la Audiencia 
Nacional respectiva que conozca de los 
recursos contra sus resoluciones, y, si 
fueren varias, se establecerá un turno 
comenzando por la Sección o Sala de 
número más bajo. 
9.º Cuando el recusado sea un Juez de Paz, 
resolverá el mismo juez instructor del 
incidente de recusación 

Decidirán los incidentes de recusación: 
(…) 
8.º Cuando el recusado o la recusada sea 
un juez, jueza, magistrado o magistrada de 
un Tribunal de Instancia o del Tribunal 
Central de Instancia, la Sección de la 
Audiencia Provincial o Sala del Tribunal 
Superior de Justicia o de la Audiencia 
Nacional respectiva que conozca de los 
recursos contra sus resoluciones, y, si 
fueren varias, se establecerá un turno 
comenzando por la Sección o Sala de 
número más bajo. 
 
 
9.º Cuando el recusado sea un juez o una 
jueza de paz, resolverá el mismo juez 
instructor del incidente de recusación 

Artículo 229: 
MODIFICACIÓN DEL 
APARTADO 3 

3. Estas actuaciones podrán realizarse a 
través de videoconferencia u otro sistema 
similar que permita la comunicación 
bidireccional y simultánea de la imagen y 
el sonido y la interacción visual, auditiva y 
verbal entre dos personas o grupos de 
personas geográficamente distantes, 
asegurando en todo caso la posibilidad de 
contradicción de las partes y la 
salvaguarda del derecho de defensa, 
cuando así lo acuerde el juez o tribunal. 
En estos casos, el letrado de la 
Administración de Justicia del juzgado o 
tribunal que haya acordado la medida 
acreditará desde la propia sede judicial la 
identidad de las personas que intervengan 
a través de la videoconferencia mediante 
la previa remisión o la exhibición directa 
de documentación, por conocimiento 
personal o por cualquier otro medio 
procesal idóneo 

3. Estas actuaciones podrán realizarse a 
través de videoconferencia u otro sistema 
similar que permita la comunicación 
bidireccional y simultánea de la imagen y 
el sonido y la interacción visual, auditiva y 
verbal entre dos personas o grupos de 
personas geográficamente distantes, 
asegurando en todo caso la posibilidad de 
contradicción de las partes y la 
salvaguarda del derecho de defensa, de 
conformidad con lo que dispongan las 
leyes procesales y la ley que regule el uso 
de las tecnologías en la Administración de 
Justicia. En estos casos, la identidad de las 
personas que intervengan a través de la 
videoconferencia podrá acreditarse por los 
medios de identificación y firma 
electrónica que se determinen por la ley 
que regule el uso de las tecnologías en la 
Administración de Justicia, respetándose lo 
establecido en las leyes procesales 

Artículo 234: 
MODIFICACIÓN DEL 
APARTADO 2  

2. Las partes y cualquier persona que 
acredite un interés legítimo y directo 
tendrán derecho a obtener, en la forma 
dispuesta en las leyes procesales y, en su 
caso, en la Ley 18/2011, de 5 de julio, 
reguladora del uso de las tecnologías de la 
información y la comunicación en la 
Administración de Justicia, copias simples 
de los escritos y documentos que consten 
en los autos, no declarados secretos ni 

2. Las partes y cualquier persona que 
acredite un interés legítimo y directo 
tendrán derecho a acceder a la 
información existente en los 
procedimientos judiciales y a consultar, en 
la forma dispuesta en las leyes procesales 
y, en su caso, en la ley que regule el uso de 
las tecnologías en la Administración de 
Justicia, los escritos y documentos que 
consten en los autos, no declarados 



reservados. También tendrán derecho a 
que se les expidan los testimonios y 
certificados en los casos y a través del 
cauce establecido en las leyes procesales 

secretos ni reservados. También tendrán 
derecho a que se les expidan los 
testimonios y certificados en los casos y a 
través del cauce establecido en las leyes 
procesales 

Artículo 248: 
MODIFICACIÓN 
ÍNTEGRA  

 
 
 
 
 
 
 
1. La fórmula de las providencias se 
limitará a la determinación de lo mandado 
y del Juez o Tribunal que las disponga, sin 
más fundamento ni adiciones que la fecha 
en que se acuerden, la firma o rúbrica del 
Juez o Presidente y la firma del Secretario. 
No obstante, podrán ser sucintamente 
motivadas sin sujeción a requisito alguno 
cuando se estime conveniente. 
2. Los autos serán siempre fundados y 
contendrán en párrafos separados y 
numerados los hechos y los razonamientos 
jurídicos y, por ultimo, la parte dispositiva. 
Serán firmados por el Juez, Magistrado o 
Magistrados que los dicten. 
3. Las sentencias se formularán 
expresando, tras un encabezamiento, en 
párrafos separados y numerados, los 
antecedentes de hecho, hechos probados, 
en su caso, los fundamentos de derecho y, 
por último, el fallo. Serán firmadas por el 
Juez, Magistrado o Magistrados que las 
dicten. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
4. Al notificarse la resolución a las partes 
se indicará si la misma es o no firme y, en 
su caso, los recursos que procedan, órgano 
ante el que deben interponerse y plazo 
para ello 

1. En todas las resoluciones judiciales 
habrá de indicarse el Tribunal que las 
dicte, con expresión de los jueces, juezas, 
magistrados o magistradas que lo integren 
y, en su caso, indicación del nombre del o 
de la ponente cuando el Tribunal sea 
colegiado. 
2. La fórmula de las providencias se 
limitará a la determinación de lo mandado 
y del juez, jueza o Tribunal que las 
disponga, sin más fundamento ni adiciones 
que la fecha en que se acuerden. No 
obstante, podrán ser sucintamente 
motivadas cuando así lo disponga la ley o 
quien haya de dictarlas lo estime 
conveniente. 
3. Los autos serán siempre motivados y 
contendrán en párrafos separados y 
numerados los antecedentes de hecho y 
los fundamentos de derecho en los que se 
base la subsiguiente parte dispositiva o 
fallo. 
4. Las sentencias se formularán 
expresando, tras un encabezamiento, en 
párrafos separados y numerados, los 
antecedentes de hecho, hechos probados, 
en su caso, los fundamentos de derecho y, 
por último, el fallo. 
5. Todas las resoluciones judiciales serán 
firmadas por el juez, jueza, magistrado o 
magistrada que las dicten. En el caso de 
providencias dictadas por Salas de Justicia, 
bastará con la firma del o de la ponente. 
6. Toda resolución incluirá, además de la 
mención del lugar y fecha en que se 
adopte, si la misma es firme o si cabe algún 
recurso contra ella, con expresión, en este 
último caso, del recurso que proceda, del 
órgano ante el que debe interponerse y 
del plazo para recurrir y, cuando proceda, 
de la necesidad de constitución de 
depósito para la presentación de recursos. 
Al notificarse la resolución a las partes se 
indicará si la misma es o no firme y, en su 
caso, las oportunas indicaciones sobre los 
recursos que procedan 

Artículo 264: 
ADICIÓN DE UN 
NUEVO APARTADO 
4 

1. Los Magistrados de las diversas 
Secciones de una misma Sala se reunirán 
para la unificación de criterios y la 
coordinación de prácticas procesales, 
especialmente en los casos en que los 
Magistrados de las diversas Secciones de 
una misma Sala o Tribunal sostuvieren en 
sus resoluciones diversidad de criterios 
interpretativos en la aplicación de la ley en 
asuntos sustancialmente iguales. A esos 
efectos, el Presidente de la Sala o Tribunal 

1. Los Magistrados de las diversas 
Secciones de una misma Sala se reunirán 
para la unificación de criterios y la 
coordinación de prácticas procesales, 
especialmente en los casos en que los 
Magistrados de las diversas Secciones de 
una misma Sala o Tribunal sostuvieren en 
sus resoluciones diversidad de criterios 
interpretativos en la aplicación de la ley en 
asuntos sustancialmente iguales. A esos 
efectos, el Presidente de la Sala o Tribunal 



respectivo, por sí o a petición mayoritaria 
de sus miembros, convocará Pleno 
jurisdiccional para que conozca de uno o 
varios de dichos asuntos al objeto de 
unificar el criterio. 
2. Formarán parte de este Pleno todos los 
Magistrados de la Sala correspondiente 
que por reparto conozcan de la materia en 
la que la discrepancia se hubiera puesto de 
manifiesto. 
3. En todo caso, quedará a salvo la 
independencia de las Secciones para el 
enjuiciamiento y resolución de los distintos 
procesos de que conozcan, si bien deberán 
motivar las razones por las que se aparten 
del criterio acordado. 

respectivo, por sí o a petición mayoritaria 
de sus miembros, convocará Pleno 
jurisdiccional para que conozca de uno o 
varios de dichos asuntos al objeto de 
unificar el criterio. 
2. Formarán parte de este Pleno todos los 
Magistrados de la Sala correspondiente 
que por reparto conozcan de la materia en 
la que la discrepancia se hubiera puesto de 
manifiesto. 
3. En todo caso, quedará a salvo la 
independencia de las Secciones para el 
enjuiciamiento y resolución de los distintos 
procesos de que conozcan, si bien deberán 
motivar las razones por las que se aparten 
del criterio acordado. 
4. La Junta de Jueces y Juezas de Sección 
de un Tribunal de Instancia podrá reunirse 
para el examen y valoración de criterios 
cuando los jueces, las juezas, los 
magistrados y las magistradas que la 
integren sostuvieren en sus resoluciones 
diversidad de criterios interpretativos en la 
aplicación de la ley en asuntos 
sustancialmente iguales. 
En todo caso, quedará a salvo la 
independencia de los jueces, juezas, 
magistrados y magistradas para el 
enjuiciamiento y resolución de los distintos 
procesos de que conozcan 

Artículo 298: 
MODIFICACIÓN 
ÍNTEGRA 

1. Las funciones jurisdiccionales en los 
juzgados y tribunales de todo orden 
regulados en esta ley se ejercerán 
únicamente por jueces y magistrados 
profesionales, que forman la Carrera 
Judicial. 
2. También ejercen funciones 
jurisdiccionales sin pertenecer a la Carrera 
Judicial, con sujeción al régimen 
establecido en esta ley, sin carácter de 
profesionalidad y con inamovilidad 
temporal, los magistrados suplentes, los 
que sirven plazas de jueces como 
sustitutos, los jueces de paz y sus 
sustitutos 

1. Las funciones jurisdiccionales en los 
órganos judiciales de todo orden regulados 
en esta ley se ejercerán únicamente por 
jueces, juezas, magistrados y magistradas 
profesionales, que forman la Carrera 
Judicial. 
2. También ejercen funciones 
jurisdiccionales sin pertenecer a la Carrera 
Judicial, con sujeción al régimen 
establecido en esta ley y con inamovilidad 
temporal, los magistrados y las 
magistradas suplentes, quienes sirven 
plazas como jueces sustitutos y juezas 
sustitutas, así como los jueces de paz y sus 
sustitutos 

DISPOSICIÓN 
ADICIONAL 
DECIMOQUINTA. 
Depósito para 
recurrir: 
MODIFICACIÓN DE 
LOS APARTADOS 4, 
7 Y 9 

4. Asimismo, para la interposición de 
recursos contra resoluciones dictadas por 
el Juez o Tribunal que no pongan fin al 
proceso ni impidan su continuación en 
cualquier instancia será precisa la 
consignación como depósito de 25 euros. 
El mismo importe deberá consignar quien 
recurra en revisión las resoluciones 
dictadas por el Letrado de la 
Administración de Justicia. 
Se excluye de la consignación de depósito 
la formulación del recurso de reposición 
que la ley exija con carácter previo al 
recurso de queja. 
(…) 
 
 
 

4. Asimismo, para la interposición de 
recursos contra resoluciones dictadas por 
el juez o tribunal que no pongan fin al 
proceso ni impidan su continuación en 
cualquier instancia será precisa la 
consignación como depósito de 25 euros. 
El mismo importe deberá consignar quien 
interponga recurso de reposición o 
revisión contra las resoluciones dictadas 
por el letrado o letrada de la 
Administración de Justicia. No obstante, no 
será precisa la constitución de depósito 
para la interposición de recurso de revisión 
contra un decreto que resuelva un recurso 
de reposición. Se excluye de la 
consignación de depósito la formulación 
del recurso de reposición que la ley exija 
con carácter previo al recurso de queja. 



 
7. No se admitirá a trámite ningún recurso 
cuyo depósito no esté constituido. Si el 
recurrente hubiera incurrido en defecto, 
omisión o error en la constitución del 
depósito, se concederá a la parte el plazo 
de dos días para la subsanación del 
defecto, con aportación en su caso de 
documentación acreditativa. De no 
efectuarlo, se dictará auto que ponga fin al 
trámite del recurso, o que inadmita la 
demanda, quedando firme la resolución 
impugnada. 
(…) 
 
 
 
 
 
 
9. Cuando el órgano jurisdiccional inadmita 
el recurso o la demanda, o confirme la 
resolución recurrida, el recurrente o 
demandante perderá el depósito, al que se 
dará el destino previsto en esta disposición 

(…) 
7. No se admitirá a trámite ningún recurso 
cuyo depósito no esté constituido. Si el 
recurrente hubiera incurrido en defecto, 
omisión o error en la constitución del 
depósito, se concederá a la parte el plazo 
de dos días para la subsanación del 
defecto, con aportación en su caso de 
documentación acreditativa. De no 
efectuarlo, se dictará auto que ponga fin al 
trámite del recurso o que inadmita la 
demanda, quedando firme la resolución 
impugnada. En el caso de tratarse de un 
recurso de reposición contra una 
resolución del letrado o letrada de la 
Administración de Justicia, se dictará 
decreto poniendo fin al trámite del recurso 
contra el que cabrá interponer recurso de 
revisión. 
(…) 
9. Cuando el órgano jurisdiccional inadmita 
el recurso o la demanda, o confirme la 
resolución recurrida, el recurrente o 
demandante perderá el depósito, al que se 
dará el destino previsto en esta 
disposición. En caso de ser desestimado el 
recurso de reposición contra una 
resolución del letrado o letrada de la 
Administración de Justicia, el recurrente 
perderá el depósito cuando la resolución 
objeto de recurso sea firme 

NUEVA 
DISPOSICIÓN 
VIGÉSIMA TERCERA  

- - - - Disposición vigésima tercera. Medio de transporte para traslado 
entre partidos judiciales. 
En el caso previsto en los artículos 86.2, 89.3 y 89 bis.3 la 
Administración competente en materia de Justicia en función del 
partido judicial desde el que se haga la citación pondrá a disposición 
de las personas que sean citadas ante la Sección competente un 
medio de transporte adecuado para el traslado desde otro partido 
judicial distinto al de la sede de dicha Sección. En los casos previstos 
en los artículos 87.2, 91.1, 93.2 y 94.2, la Administración 
competente en materia de Justicia en función del partido judicial 
desde el que se haga la citación pondrá a disposición de las personas 
que sean citadas ante la Sección competente un medio de 
transporte adecuado para el traslado desde otra provincia distinta a 
la de la sede de dicha Sección 

B) ENTRADA EN VIGOR Y RÉGIMEN TRANSITORIO 

Disposición final 
trigésima octava. 
Entrada en vigor 

1. La presente ley entrará en vigor a los tres meses de su publicación en el Boletín 
oficial del Estado. 
2. El título I; la disposición adicional primera; las disposiciones transitorias primera a 
octava, y la disposición final sexta de la presente ley entrarán en vigor a los veinte días de 
su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 

Disposición 
transitoria primera. 
Constitución de los 
Tribunales de 
Instancia 

Los Tribunales de Instancia se constituirán a través de la transformación de los actuales 
Juzgados en las Secciones de los Tribunales de Instancia que se correspondan con las 
materias de las que aquellos estén conociendo. Los jueces, juezas, magistrados y 
magistradas de dichos Juzgados pasarán a ocupar la plaza en la Sección respectiva con la 
misma numeración cardinal del Juzgado de procedencia y seguirán conociendo de todas 
las materias que tuvieran atribuidas en el mismo y de aquellos asuntos que en ellos 
estuvieren en trámite o no hubieren concluido mediante resolución que implique su 
archivo definitivo. 
Cuando, en el supuesto indicado en el párrafo anterior, la nueva plaza que estos jueces, 
juezas, magistrados y magistradas ocupen corresponda a una Sección de Familia, Infancia 
y Capacidad, la numeración cardinal con que se identificará ésta dentro de la misma 
comenzará por la unidad y seguirá correlativamente, con el mismo orden de los Juzgados 



de procedencia. La numeración de las plazas de origen quedará sin asignar a otro juez, 
jueza, magistrado o magistrada hasta que se amplíe el número de estos, y se vayan 
cubriendo y asignando por el mismo orden. 
La constitución de los Tribunales de Instancia se realizará de manera escalonada 
conforme al siguiente orden: 
1.º El día 1 de julio de 2025 los Juzgados de Primera Instancia e Instrucción y los 
Juzgados de Violencia sobre la Mujer, en aquellos partidos judiciales donde no exista otro 
tipo de Juzgados, se transformarán, respectivamente, en Secciones Civiles y de 
Instrucción Únicas y Secciones de Violencia sobre la Mujer. 
2.º El día 1 de octubre de 2025, los Juzgados de Primera Instancia, los Juzgados de 
Instrucción y los Juzgados de Violencia sobre la Mujer, en los partidos judiciales donde no 
exista otro tipo de Juzgados, se transformarán, respectivamente, en Secciones Civiles, 
Secciones de Instrucción y Secciones de Violencia sobre la Mujer. 
3.º El día 31 de diciembre de 2025, los restantes Juzgados, no comprendidos en los 
supuestos anteriores, se transformarán en las respectivas Secciones conforme a lo 
previsto en la presente ley. 
Hasta la definitiva implantación de los Tribunales de Instancia en cada uno de los 
partidos judiciales seguirá vigente en ellos el régimen de organización de los Juzgados y 
los correspondientes anexos de la Ley 38/1988, de 28 de diciembre, de Demarcación y 
Planta Judicial, anteriores a la promulgación de la presente ley 

Disposición 
transitoria tercera. 
Presidencia de los 
Tribunales de 
Instancia y 
Presidencia del 
Tribunal Central de 
Instancia 

En la fecha de constitución prevista para cada Tribunal de Instancia y el Tribunal Central 
de Instancia, los jueces Decanos y las juezas Decanas pasarán a ostentar, en sus 
respectivos ámbitos, la Presidencia de los Tribunales de Instancia y del Tribunal Central 
de Instancia, quienes continuarán en su cargo durante el tiempo que reste al mandato 
por el que fueron nombrados 

Disposición 
transitoria quinta. 
Implantación de la 
Oficina Judicial 

La implantación de la Oficina judicial será simultánea a la de los Tribunales de Instancia, 
en los términos definidos en esta ley. 
Con este fin, el Ministerio de Justicia y las comunidades autónomas con competencias en 
materia de Justicia, en sus respectivos ámbitos, deberán elaborar las relaciones de 
puestos de trabajo de cada una de estas Oficinas para su aprobación, previa negociación 
con las organizaciones sindicales, así como proceder a la posterior provisión de los 
puestos. 
La Conferencia Sectorial de Administración de Justicia podrá elaborar y aprobar modelos 
de referencia sobre la estructura de la Oficina judicial y de sus relaciones de puestos de 
trabajo. El acuerdo adoptado habilitará para su desarrollo mediante resolución de la 
autoridad competente de cada Administración con competencias en materia de Justicia. 
La Conferencia Sectorial de Administración de Justicia podrá también aprobar, a 
propuesta de alguno de sus miembros, una fecha diferente para el establecimiento de 
alguna de las oficinas judiciales si, a la fecha de constitución de los tribunales de instancia 
prevista en la disposición transitoria primera concurren circunstancias excepcionales 
relativas a las infraestructuras o los medios tecnológicos que lo justifiquen. En tales 
circunstancias, el acuerdo adoptado por la Conferencia Sectorial de Administración de 
Justicia deberá ser aprobado con el voto afirmativo de, al menos, las cuatro quintas 
partes de las Administraciones públicas representadas en ella. En todos estos casos, y 
hasta la definitiva implantación de las oficinas judiciales en los territorios que se señalen, 
seguirá vigente el régimen de organización anterior a la promulgación de la presente ley 
orgánica. 
Si, concurriendo las circunstancias previstas en el párrafo anterior, no hubieren sido 
aprobadas las correspondientes relaciones de puestos de trabajo en alguno de los 
partidos judiciales donde se hubiere implantado el Tribunal de Instancia, se procederá 
conforme a las siguientes reglas: 
1.ª Si no hubiese en el partido judicial ninguna relación de puestos de trabajo 
previamente aprobada o con el proceso de acoplamiento finalizado se mantendrá el 
régimen de organización de las oficinas y de su personal anterior a la promulgación de la 
presente ley hasta la aprobación de las relaciones de trabajo, que deberá hacerse dentro 
de los seis meses siguientes. 
2.ª Si en el partido judicial hubiese algún servicio común creado conforme a lo previsto 
en el artículo 438 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, con la 
correspondiente relación de puestos de trabajo aprobada y con el proceso de 
acoplamiento finalizado, coexistiendo los servicios comunes ya creados con los órganos 



judiciales unipersonales atendidos por personal integrado en plantillas orgánicas, los 
funcionarios y funcionarias destinados en los servicios comunes continuarán prestando 
sus servicios en los términos que lo venían haciendo. El personal de plantilla orgánica 
también seguirá prestando sus servicios conforme a lo previsto en la regla anterior, sin 
perjuicio de la necesaria aprobación de las relaciones de puestos de trabajo en el mismo 
plazo de seis meses. 
3.ª Si todos los funcionarios y funcionarias destinados en el partido judicial ya 
estuviesen integrados en una relación de puestos de trabajo se mantendrá su adscripción 
en las mismas condiciones que tuviesen hasta ese momento, manteniéndose la misma 
diferenciación de puestos hasta la correspondiente modificación de la relación de 
puestos de trabajo para su adaptación a la nueva organización judicial, que también 
deberá hacerse en el mismo plazo de seis meses que prevén los anteriores párrafos. 

Disposición 
transitoria novena. 
Régimen transitorio 
aplicable a los 
procedimientos 
judiciales 

1. Las previsiones recogidas por la presente ley serán aplicables exclusivamente a los 
procedimientos incoados con posterioridad a su entrada en vigor. 
2. En los procedimientos judiciales en curso a la entrada en vigor de esta ley, las partes 
de común acuerdo se podrán someter a cualquier medio adecuado de solución de 
controversias, de conformidad con lo dispuesto en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de 
Enjuiciamiento Civil. 
3. Las modificaciones del apartado 9 del artículo 785 y del apartado 6 del artículo 787 
ter de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, serán de aplicación a los procedimientos en los 
que no se haya celebrado juicio oral a la entrada en vigor de esta ley. 
4. Las modificaciones de los apartados 3 y 4 del artículo 210 de la Ley 1/2000, de 7 de 
enero, de Enjuiciamiento Civil, serán de aplicación a los juicios verbales en los que no se 
haya celebrado vista a la entrada en vigor de esta ley. 
5. La modificación del apartado 1 del artículo 11 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, será de aplicación a los 
recursos contencioso-administrativos que se interpondrán a partir de la entrada en vigor 
de esta ley. 
6. La modificación del apartado 20 del artículo 78 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, será de aplicación a los 
recursos contencioso-administrativos tramitados por el procedimiento abreviado en los 
que no se haya celebrado vista a la entrada en vigor de esta ley. 
7. La modificación del apartado 1 del artículo 50 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, 
reguladora de la jurisdicción social, será de aplicación a los procedimientos en los que no 
se haya celebrado juicio a la entrada en vigor de esta ley. 
8. La nueva regulación de los recursos de casación social será de aplicación a los 
recursos que se formulen contra las resoluciones dictadas a partir de su entrada en vigor. 
En todo caso, la inadmisión de los recursos de casación para la unificación de doctrina 
interpuestos contra las resoluciones dictadas con anterioridad a la entrada en vigor de 
esta norma se acordará, previa audiencia de las partes, por providencia sucintamente 
motivada que será irrecurrible 

Disposición 
adicional primera. 
Menciones a 
Juzgados y 
Tribunales 

Una vez constituidos e implantados de forma efectiva los Tribunales de Instancia, las 
menciones genéricas que en la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, se 
hacen a los Juzgados y Tribunales, se entenderán referidas a estos últimos o a los jueces, 
las juezas, los magistrados y las magistradas que sirven en ellos. Las referencias 
realizadas en las leyes y en el resto de disposiciones de nuestro ordenamiento jurídico a 
los Juzgados de Primera Instancia e Instrucción, de Primera Instancia, de lo Mercantil, de 
Instrucción, de Violencia sobre la Mujer, de lo Penal, de Menores, de Vigilancia 
Penitenciaria, de lo Contencioso-Administrativo, de lo Social se entenderán referidas a 
las Secciones del orden jurisdiccional correspondiente de los Tribunales de Instancia, de 
conformidad con lo previsto en esta ley. La misma consideración tendrán las referencias 
a los Juzgados Centrales respecto de las correspondientes Secciones del Tribunal Central 
de Instancia 

6. OTRAS DISPOSICIONES 
Disposición 
adicional octava. 
Regulación básica 
sobre teletrabajo en 
el ámbito de la 
Administración de 
Justicia 

1. Se considera teletrabajo aquella modalidad de prestación de servicios a distancia en 
la que el contenido competencial del puesto de trabajo puede desarrollarse, siempre que 
las necesidades del servicio lo permitan, fuera de las dependencias de la Administración, 
mediante el uso de tecnologías de la información y comunicación. 
2. La prestación de los servicios en la modalidad de teletrabajo tiene carácter 
voluntario y reversible y deberá ser expresamente autorizada por la Administración 
competente en cada caso concreto. Además, será compatible con la modalidad 
presencial. Se realizará en los términos de las normas que se dicten en desarrollo de esta 



norma, siendo objeto de negociación colectiva en el ámbito correspondiente y 
contemplarán criterios objetivos en el acceso a esta modalidad de prestación de servicio. 
3. Se consideran puestos susceptibles de teletrabajo aquellos en los que la modalidad 
de servicios descrita en los apartados anteriores pueda ser ejercida a distancia, conforme 
a lo dispuesto en la presente disposición. 
El teletrabajo deberá contribuir a una mejor organización del trabajo a través de la 
identificación de objetivos y la evaluación de su cumplimiento. 
4. Con carácter general, y sin perjuicio de circunstancias excepcionales determinadas 
por la Administración competente, únicamente podrá autorizarse esta modalidad de 
prestación de servicios respecto de los puestos susceptibles de teletrabajo. 
No podrán ser ejercidas mediante la modalidad de teletrabajo las siguientes funciones 
que estén asociadas a determinados puestos: 
a) Aquellas funciones cuya prestación efectiva solo quede garantizada con la presencia 
física de la persona funcionaria en el centro de trabajo. 
b) Los servicios y funciones habituales de los juzgados en turno de guardia que 
requieran la presencia física de la persona funcionaria. 
5. Para la prestación de los servicios en esta modalidad se utilizarán los medios 
tecnológicos y electrónicos definidos y proporcionados por la Administración 
competente que, sin alterar la prestación del servicio público de Justicia, ni los 
procedimientos y la gestión del trabajo de otros órganos afectados, garanticen el canal 
de comunicación y los protocolos de seguridad tecnológica admitidos. 
6. Las personas funcionarias que soliciten prestar sus servicios en la modalidad de 
teletrabajo deberán encontrarse en servicio activo en la Administración de Justicia y 
contar con el tiempo de servicios continuados en el mismo juzgado, fiscalía, servicio o 
unidad que, previa negociación con las organizaciones más representativas, se determine 
por la Administración competente en materia de Justicia. Esa antigüedad en el puesto no 
será necesaria cuando se acredite la experiencia suficiente y adecuada por razón de la 
ocupación de puestos en anteriores centros de destino del mismo orden jurisdiccional, o 
de similar contenido competencial, acreditada por la Administración Pública con 
competencias en materia de personal. 
7. Las personas que desarrollen el contenido competencial del puesto de trabajo en la 
modalidad de teletrabajo, tendrán los mismos deberes y derechos, individuales y 
colectivos, que las que lo desarrollen de manera presencial 

Disposición 
transitoria décima. 
Reserva de un cupo 
de plazas vacantes 
con especial 
valoración del 
mérito del idioma 
cooficial 

Con carácter excepcional y hasta que en el ámbito de la Comunidad Autónoma de 
Euskadi la tasa de interinidad en los puestos de trabajo singularizados por razón de 
idioma sea inferior al ocho por ciento, en las ofertas de empleo público que elabora el 
Ministerio de Justicia se reservará un cupo de plazas vacantes singularizadas de acceso 
libre en las que se establecerá como requisito la acreditación del perfil lingüístico 
correspondiente del idioma cooficial 

Disposición final 
trigésima primera. 
Medios de solución 
de controversias 
cuando la 
Administración sea 
parte 

El Gobierno debe elaborar y presentar a las Cortes Generales, en el plazo de dos años a 
partir de la entrada en vigor de la presente ley, un proyecto de ley que atienda, en el 
ámbito administrativo, a los medios de solución de controversias cuando una de las 
partes es la Administración. Esta iniciativa reconocerá las experiencias en mediación que, 
en los conflictos en que una de las partes es la Administración, se han desarrollado y se 
están desarrollando en las administraciones que cuentan con competencias en materia 
de Justicia 

Disposición final 
trigésima tercera. 
Magistrados y 
magistradas 
suplentes y juezas y 
jueces sustitutos 

1. Con el fin de acabar con la temporalidad, aumentar el número de efectivos y 
fortalecer la Carreras judicial y fiscal, el Gobierno presentará a las Cortes Generales, en el 
plazo de tres meses desde la entrada en vigor de esta ley, un proyecto de ley orgánica 
para garantizar el cumplimiento de los estándares europeos fijados en la Directiva 
1999/70/CE del Consejo, de 28 de junio de 1999, relativa al Acuerdo marco de la CES, la 
UNICE y el CEEP sobre el trabajo de duración determinada, conforme a la interpretación 
realizada por la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea. 
2. Este proyecto de ley orgánica acomodará el régimen retributivo y de seguridad social 
de magistrados y magistradas suplentes y juezas y jueces sustitutos a los principios de 
independencia económica y protección durante el servicio activo y la jubilación, 
conforme a lo dispuesto en el artículo 402 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del 
Poder Judicial 

 


